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RESUMEN EJECUTIVO	

Las cifras de malnutrición por exceso en el mundo y en la región de América Latina y el Caribe son alarmantes. 
El sobrepeso y la obesidad como formas de malnutrición provocadas por los patrones actuales de consumo de 
dietas de calidad nutricional deficiente, son una de las principales causas del 20% de las muertes prematuras a 
nivel mundial. Por lo tanto, se puede afirmar que las dietas poco saludables se han convertido en un importante 
factor de riesgo de muerte en el mundo. Para enfrentar de forma integral las causas de todas las formas de 
malnutrición, es indispensable emprender profundas transformaciones de los problemas estructurales de los 
sistemas alimentarios. 

De forma conjunta con los cambios necesarios en los patrones actuales de consumo de alimentos, es vital 
transitar hacia sistemas alimentarios sostenibles que garanticen el acceso a dietas más saludables para toda la 
población; y satisfagan, en definitiva, el derecho humano a la alimentación adecuada de todas las personas.

Entre la diversidad de herramientas disponibles para lograr este objetivo, la normativa desempeña un rol 
importante como parte de un conjunto de medidas necesarias para materializar la implementación de cambios a 
largo plazo, en favor de facilitar la transición hacia el consumo de dietas más saludables. En ese sentido, se debe 
priorizar el derecho a la alimentación adecuada como el marco jurídico fundamental de análisis para garantizar la 
seguridad alimentaria y nutricional en el contexto de sistemas alimentarios sostenibles.

El derecho a la alimentación adecuada se constituye como el principio básico para lograr la seguridad alimentaria 
y nutricional y es urgente contar con marcos normativos más eficaces que impulsen tanto iniciativas de promoción 
de elecciones alimentarias más saludables, nutritivas y sostenibles; como aquellas encaminadas a abordar 
todas las formas de malnutrición. Para ello se deberán emprender profundas transformaciones en los sistemas 
alimentarios actuales con miras a lograr los objetivos de la Agenda 2030.

Con la voluntad de contribuir a este propósito y sobre la base del impulso dado a este respecto por la Cumbre 
sobre los Sistemas Alimentarios celebrada en septiembre de 2021, resulta pertinente realizar una revisión, 
precisamente a partir de la perspectiva del sistema alimentario de las principales medidas normativas adoptadas 
con este objetivo en Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, México, Perú y Uruguay. Para ello el documento 
se organiza en relación a los tres elementos estructurantes de los sistemas alimentarios a nivel conceptual: las 
cadenas de suministro de alimentos, los entornos alimentarios y el comportamiento de los consumidores.

En cuanto a las cadenas de suministro de alimentos, es necesario avanzar hacia modelos de producción agrícola 
sensibles a la nutrición. Las leyes de promoción de la agricultura familiar y la transición hacia una producción 
de corte agroecológico se configuran como tendencias normativas a seguir en la región para lograr sistemas 
alimentarios sostenibles que permitan acceder a dietas más saludables, no solo para las generaciones actuales, 
sino también para las generaciones futuras. En este sentido, la vinculación a nivel normativo de las compras 
públicas a los alimentos con origen en la agricultura familiar se muestra como una herramienta eficaz para 
promover esta forma de producción de proximidad de alimentos frescos y nutritivos. A mayores, con la irrupción 
de la pandemia del COVID-19 se produce un cambio de paradigma que potencia la digitalización de la agricultura 
y el comercio electrónico de alimentos. Esto deberá ser respaldado a nivel regulatorio, estimulando la innovación 
en el sector para dar respuesta a la demanda creciente de alimentos. Finalmente, la prevención y reducción de 
las pérdidas y desperdicios de alimentos es esencial para fortalecer la sostenibilidad de los sistemas alimentarios, 
asegurando el buen uso de los recursos necesarios para la disponibilidad y accesibilidad de los alimentos para 
todas las personas. 

Los entornos alimentarios, por su parte, han sido objeto de diversas iniciativas regulatorias que buscan promover 
dietas más saludables y atentas a la nutrición. Probablemente la más popular de estas medidas es el etiquetado 
frontal de advertencia nutricional de los alimentos, ámbito en el cual la región de América Latina ha sido 
pionera en su adopción. Como medida habitualmente asociada al etiquetado se presentan las restricciones y 
prohibiciones de la publicidad de los alimentos dirigida a los menores de edad como mecanismo para reforzar 
la protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes. Con este mismo objetivo, otra de las medidas 
con gran potencial de afectar los entornos alimentarios es la restricción de la venta y promoción de alimentos 
no saludables en las escuelas. Si bien se trata de una medida hasta el momento circunscrita a los entornos 
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educativos, las últimas tendencias regulatorias apuntan a que será replicada en otros ámbitos para hacer 
extensivo su impacto también entre la población adulta. Por último, el incremento de los impuestos al consumo de 
bebidas azucaradas se perfila como otra de las iniciativas más populares adoptadas en la región a nivel normativo 
para reducir los índices de sobrepeso y obesidad.

Como tercer gran elemento estructurante de los sistemas alimentarios, es fundamental considerar el 
comportamiento de los consumidores para promover cambios en los patrones de consumo de alimentos 
hacia opciones más saludables, nutritivas y sostenibles. En ese sentido apuntan las medidas normativas que 
establecen como obligatorias iniciativas relacionadas con la educación alimentaria y nutricional, tanto en espacios 
de enseñanza formales como con carácter general para la sensibilización de los consumidores. Mejorar los 
conocimientos sobre la nutrición ofrece a las personas las herramientas necesarias para inclinarse por opciones 
alimentarias más saludables y nutritivas. La pertinencia cultural de los alimentos para el grupo humano que los 
consume también deberá ser considerada como un elemento central de la dieta para satisfacer, de forma integral, 
el derecho humano a una alimentación adecuada. 

En definitiva, en este documento se revisan, bajo el marco jurídico del derecho a la alimentación adecuada, 
aquellas intervenciones normativas más ampliamente adoptadas hasta el momento en Argentina, Bolivia, Chile, 
Colombia, Ecuador, México, Perú y Uruguay, que se centran en mejorar el componente de la nutrición de la 
alimentación para lograr dietas más saludables. Sobre esa base, el panorama descrito es alentador, pero, sin 
duda, debe mejorar e integrar medidas adicionales con un enfoque programático que permitan abordar las 
causas estructurales de todas las formas de malnutrición, a partir de la perspectiva de los sistemas alimentarios.  
Para ello es imprescindible contar con el compromiso global de los Estados y de los demás actores públicos y 
privados, en favor de contribuir a la realización del derecho a una alimentación adecuada para todas las personas. 
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1. INTRODUCCIÓN

Antecedentes generales
 
La Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO, por sus siglas en inglés) estima 
que aproximadamente 2 370 millones de personas en el mundo padecieron de algún grado de inseguridad 
alimentaria, moderada o grave, en el año 2020. Esto significa que casi una de cada tres personas careció de 
acceso a alimentos adecuados a nivel mundial. Por su parte, el hambre aumentó en el mundo a la sombra de la 
pandemia del COVID-19 y se estima que entre 720 y 811 millones de personas sufrieron hambre en el año 2020. Esto 
representa un aumento de hasta 118 millones de personas respecto del año 2019 (FAO et al., 2021). 

En los países de América Latina y el Caribe se produjo en el año 2020 el aumento más pronunciado a nivel 
mundial en relación a las cifras de inseguridad alimentaria, moderada o grave, junto con África. La cantidad 
de personas en esta condición ascendió a aproximadamente 267 millones, lo que significa que el 41% de la 
población regional estuvo afectada por inseguridad alimentaria, moderada o grave, en el año 2020. En cuanto al 
hambre, casi 60 millones de personas padecieron hambre en 2020, esto representa a aproximadamente el 9,1% 
de la población de la región y supone un aumento de 14 millones respecto del 2019 (FAO et al., 2021). 

Por lo tanto, la esperanza de alcanzar el Objetivo de Desarrollo Sostenible 2 “Hambre Cero” para el año 2030 se 
encuentra debilitada y la irrupción de la pandemia del COVID-19 ha empeorado las predicciones retrocediendo 
prácticamente 20 años en los avances logrados en la lucha contra el hambre en la región. De continuar las 
tendencias actuales, se estima que todavía 660 millones de personas podrían seguir padeciendo hambre en el 
mundo en 2030, lo que significaría no cumplir con los objetivos de la Agenda 2030 (FAO et al., 2021). 

No obstante, en la actualidad la preocupación en materia alimentaria y nutricional no se limita solo a la 
disponibilidad y acceso a alimentos, sino que también se refiere a la calidad de las dietas. Se trata de asegurar 
el acceso a dietas saludables, en tanto que dietas variadas, suficientes y equilibradas; y no solo una ingesta de 
energía alimentaria mínima diaria. Hoy en día el mundo se enfrenta a lo que se conoce como la “carga múltiple 
de la malnutrición” que implica la “coexistencia de diversas formas de desnutrición […] con el sobrepeso y la 
obesidad en el mismo país, comunidad, hogar o individuo” (FAO et al., 2020a). De esta manera, a la preocupación 
por la inseguridad alimentaria se suma el alarmante incremento en las cifras de personas con sobrepeso y 
obesidad en el mundo. 

Ante este panorama general, la Cumbre sobre los Sistemas Alimentarios celebrada en septiembre de 2021 
identificó cinco vías de acción para ayudar a informar sobre las transiciones necesarias para hacer realidad la 
visión de la Agenda 2030. Estas vías de acción son: (1) Garantizar el acceso a alimentos sanos y nutritivos para 
todos; (2) Adoptar modalidades de consumo sostenibles; (3) Impulsar la producción favorable a la naturaleza; 
(4) Promover medios de vida equitativos; y (5) Crear resiliencia ante las vulnerabilidades, las conmociones y las 
tensiones. Por lo tanto, la importancia de transitar hacia sistemas alimentarios atentos a la nutrición se remarca 
como una prioridad. Es precisamente con el objetivo de “lograr dietas saludables por medio de sistemas 
alimentarios sostenibles” que también se adoptaron las Directrices voluntarias sobre los sistemas alimentarios 
y la nutrición (en adelante Directrices voluntarias) en febrero de 2021 en el seno del Comité de Seguridad 
Alimentaria Mundial (CFS, por sus siglas en inglés) (CFS, 2021). Las Directrices voluntarias se adoptaron en apoyo 
a los esfuerzos del Decenio de las Naciones Unidas de Acción sobre la Nutrición 2016 – 2025.

Con carácter preliminar, es posible resaltar ya que uno de los mayores desafíos para lograr este objetivo es el 
acceso a las dietas saludables. Las dietas saludables son actualmente inasequibles para muchas personas por su 
mayor costo en comparación al de dietas de baja calidad nutricional. En concreto, se estima que el alto costo de 
las dietas saludables las hace inasequibles para 3 000 millones de personas en el mundo. En cuanto a América 
Latina y el Caribe, se observa un incremento en la cantidad de personas que no pueden acceder a dietas 
saludables, alcanzando los 113 millones de personas en 2019 (FAO et al., 2021). Por lo tanto, la inasequibilidad de 
dietas de buena calidad nutricional es un factor que afecta negativamente a la seguridad alimentaria y nutricional. 

En cuanto a la malnutrición por exceso, según cifras de la Organización Mundial de la Salud (OMS), en 2016, más 
de 1 900 millones de adultos de 18 o más años tenían sobrepeso, de los cuales, más de 650 millones eran obesos. 
Esto significa que el 39% de las personas adultas tenían sobrepeso y el 13% eran obesas. En cuanto a la infancia, 
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se estima que en el 2016 ya había 41 millones de niños y niñas menores de cinco años con sobrepeso u obesidad 
y si se considera a niños, niñas y adolescentes de cinco a 19 años, la cifra ascendía a 340 millones (OMS, 2020a). 
Por su parte, los índices para América Latina y el Caribe muestran que la región presenta promedios más elevados 
que los mundiales. El sobrepeso en personas mayores de 18 años en 2016 era del 59,5%, lo que representa a 262 
millones de adultos y la obesidad afecta a casi un 25% de los mayores de 18 años. En cuanto al sobrepeso infantil 
(niños y niñas menores de 5 años), se situó en un 7,5% en 2019, lo que significa que 3,9 millones de niños y niñas 
menores de 5 años padecieron esta condición ese mismo año (FAO et al., 2020b). 

El impacto de la malnutrición por exceso sobre la salud de las personas es enorme, al punto que las dietas poco 
saludables son una de las mayores causas del 20% de las muertes prematuras a nivel mundial (FAO et al., 2021). 
Además, las enfermedades no trasmisibles (ENT) asociadas a las dietas de calidad nutricional deficiente ya se han 
convertido en el principal factor de riesgo de muerte a nivel mundial (FAO et al., 2019). De acuerdo con la OMS, de 
las 56,9 millones de muertes producidas en el mundo en 2016, 40,5 millones fueron consecuencia de ENT, esto 
representa el 71% del total, siendo las principales ENT las enfermedades cardiovasculares, el cáncer, la diabetes 
y las enfermedades pulmonares crónicas. De seguir con esta tendencia de patrones de consumo de dietas no 
saludables, se estima que los costos sanitarios asociados a las ENT podrían ascender a 1,3 billones de USD al año 
para 2030. Además, merece la pena destacar que sobre las tres cuartas partes de las muertes producto de ENT 
tuvieron lugar en países de bajos y medios ingresos (OMS, 2020b). Por lo tanto, una vez más se evidencian los 
componentes socioeconómicos no solo del hambre, sino también de la malnutrición en todas sus formas.

Por este motivo, se habla de los costos ocultos asociados a las formas actuales de producción y patrones de 
consumo de alimentos, porque la malnutrición conlleva costos no solo sanitarios, sino también medioambientales 
que repercuten en la insostenibilidad de los sistemas alimentarios actuales. En efecto, se estima que un 23% del 
total de las emisiones antropógenas de gases de efecto invernadero se derivan de la agricultura, la silvicultura y 
otros usos de la tierra (IPCC, 2019). Esta cifra aumenta a un tercio cuando se toman en cuenta todas las emisiones 
de las cadenas de valor alimentarias totales, como consecuencia de dos factores principalmente: los cambios en 
el uso de la tierra y procesos de producción; siendo la producción de proteína animal, en particular la ganadera, 
el principal factor que contribuye a ambas categorías (FOLU, 2019). 

De esta manera, como afirma la FAO, “todo enfoque para hacer frente al hambre y todas las formas de 
malnutrición debe también considerar la sostenibilidad de los sistemas alimentarios” (FAO et al., 2020a). Se 
plantea entonces la necesidad de transitar no solo hacia dietas más saludables en términos nutricionales, sino 
que también hacia dietas más sostenibles en términos medioambientales e inclusivas a nivel socioeconómico, 
puesto que solo mediante la combinación de estos tres elementos se podrán lograr sistemas alimentarios 
capaces de satisfacer plenamente el derecho a una alimentación adecuada de todas las personas, sin poner 
en riesgo el mismo derecho de las generaciones futuras. En este sentido, ya se ha comenzado a emplear 
también el concepto de las “dietas saludables sostenibles” como “patrones alimentarios que promueven todas 
las dimensiones de la salud y el bienestar de las personas; tienen una baja presión e impacto ambiental; son 
accesibles, asequibles, seguras y equitativas; y son culturalmente aceptables” (FAO y OMS, 2020).

Por supuesto, como afirman las propias Directrices voluntarias mencionadas anteriormente, las dietas saludables 
y los sistemas alimentarios sostenibles están interrelacionados de formas complejas y multidimensionales y 
los sistemas alimentarios moldean los patrones dietéticos y el estado nutricional de las personas (CFS, 2021). 
Un sistema alimentario será sostenible cuando garantice “la seguridad alimentaria y la nutrición para todas las 
personas de tal forma que no se pongan en riesgo las bases económicas, sociales y ambientales que permiten 
proporcionar seguridad alimentaria y nutrición a las generaciones futuras” (HLPE, 2014). 

Para poder comprender esta idea en la actualidad es esencial referirse al último informe disponible a la fecha 
del Grupo de alto nivel de expertos en seguridad alimentaria y nutrición del Comité de Seguridad Alimentaria 
Mundial (HLPE, por sus siglas en inglés), Seguridad Alimentaria y Nutrición: elaborar una descripción global de 
cada a 2030. En este informe, el HLPE realiza una actualización de los marcos conceptuales y normativos sobre 
la materia y, entre los cambios que propone, amplía las cuatro dimensiones clásicas de la seguridad alimentaria 
(disponibilidad, acceso, utilización y estabilidad) a seis dimensiones, agregando el arbitrio y la sostenibilidad como 
otros dos aspectos fundamentales de la seguridad alimentaria (HLPE, 2020). 

Sobre esta base, el HLPE considera que “los sistemas alimentarios sostenibles reúnen cualidades que 
contribuyen a las seis dimensiones de la seguridad alimentaria. Estas cualidades son las siguientes: los sistemas 
son productivos y prósperos (para garantizar la disponibilidad de alimentos suficientes); equitativos e inclusivos 
(para asegurar el acceso de todas las personas a alimentos y medios de vida en esos sistemas); respetuosos y 
empoderadores (para garantizar el arbitrio de todas las personas y grupos a fin de que puedan realizar elecciones 
y participar en la configuración de los sistemas); resilientes (para asegurar la estabilidad frente a perturbaciones 
y crisis); regenerativos (para velar por la sostenibilidad en todas sus dimensiones); y saludables y nutritivos (para 
asegurar la absorción y utilización de nutrientes)” (HLPE, 2020). 
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Además, el informe añade que, “en la práctica, así como las seis dimensiones de la seguridad alimentaria están 
interrelacionadas, también están estrechamente interconectadas esas cualidades de los sistemas alimentarios 
sostenibles. Cuando los sistemas alimentarios reúnen estas cualidades de forma integrada y global, tienen más 
posibilidades de apoyar la realización del derecho a la alimentación y cumplir los objetivos de la Agenda 2030, en 
especial el ODS 2” (HLPE, 2020).

Por ello es fundamental otorgar prioridad al derecho a la alimentación adecuada como marco analítico y 
normativo fundamental de respaldo para alcanzar los objetivos de garantizar la seguridad alimentaria y nutricional, 
en el contexto de los sistemas alimentarios sostenibles. En este sentido, “las políticas que apoyan sistemas 
alimentarios sostenibles conllevan cuatro cambios normativos esenciales”: i) la transformación radical de los 
sistemas alimentarios en su conjunto con miras a lograr los objetivos de la Agenda 2030; ii) el reconocimiento 
de las interacciones complejas entre los sistemas alimentarios y los múltiples sectores y sistemas, iii) enfoque 
centrado en el hambre y todas las formas de malnutrición; y iv) tener en cuenta la diversidad de situaciones y 
proponer soluciones variables específicas para cada contexto (HLPE, 2020). 

Rol de los marcos regulatorios 

Para facilitar las profundas transformaciones necesarias en los sistemas alimentarios actuales “es urgente 
contar con marcos normativos más eficaces” que permitan lograr los objetivos de la seguridad alimentaria y 
nutricional (HLPE, 2020). El mundo debe transitar hacia sistemas que garanticen dietas saludables, en cuanto que 
variadas, suficientes y equilibradas, asequibles para toda la población; y garantizar, en definitiva, el derecho a la 
alimentación adecuada de todas las personas, sin dejar a nadie atrás.

Con este propósito, la FAO viene desarrollando desde hace años diferentes líneas de acción y, entre la diversidad 
de herramientas disponibles, la legislación desempeña un rol importante como parte de un conjunto de medidas 
necesarias para materializar la implementación de cambios a largo plazo, en favor de facilitar la disponibilidad y el 
acceso (físico y económico) a dietas más saludables. 

En el entendido de que éste es un problema complejo y multidimensional, como se mencionaba anteriormente, 
se puede observar que la estrategia legislativa seguida hasta el momento por los países de la región para 
abordarlo, ha sido la identificación de “puntos regulatorios de entrada”. Se tratan de intervenciones normativas, en 
su mayoría puntuales (concretas), sobre aspectos o áreas diferenciadas, que presentan un grado importante de 
fragmentación y contribuyen, en la suma de su conjunto, a lograr transformaciones en los diferentes elementos, 
actividades y actores que componen los sistemas alimentarios. Cabe señalar que, si bien como se ha visto en el 
apartado anterior, el concepto de sistemas alimentarios tiene un origen técnico, ha cobrado relevancia de forma 
progresiva para la realización de un derecho fundamental (concepto jurídico) que es el derecho a la alimentación 
adecuada. Por ese motivo se han ido integrando a textos jurídicos, lo que ha implicado una clase de “juridización” 
de los conceptos de origen técnico.

Sobre la base entonces del derecho a la alimentación adecuada como principio básico para la seguridad 
alimentaria y nutricional, el enfoque centrado en el hambre y todas las formas de malnutrición que propone el 
HLPE como uno de los cuatro ámbitos donde es necesario generar cambios normativos, identifica dos ámbitos 
clave de iniciativas que deben ser impulsadas: aquellas que respalden elecciones alimentarias saludables, 
nutritivas y sostenibles; y aquellas encaminadas a abordar todas las formas de malnutrición (HLPE, 2020). 

Para lograr el objetivo que persiguen ambos tipos de iniciativas es esencial atender al componente de la 
nutrición del derecho a la alimentación que está intrínsecamente vinculado a que las dietas tengan un carácter 
más saludable. En ese contexto, se ha realizado una revisión de la normativa que incide principalmente en la 
promoción del aspecto saludable de la alimentación, con la finalidad de combatir y frenar los actuales índices al 
alza del sobrepeso y la obesidad. Este trabajo se enmarca en un proyecto de cooperación técnica de la FAO: 
TCP/RLA/3725 “Innovaciones de la sociedad civil (consumidores) y del sector privado para promover el consumo 
de dietas saludables y enfrentar el sobrepeso y la obesidad en América del Sur”, donde los países estudiados 
fueron Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Perú y Uruguay1. A ellos se añadió México por la relevancia de 
las medidas normativas adoptadas por este país en los últimos años a efectos del presente documento. 

1 Aunque la revisión normativa se ha centrado en los países mencionados, se incorporan en el presente documento referencias 
a normativas de otros países cuando se consideren pertinentes, sobre todo por ser pioneras o innovadoras en las materias 
analizadas. 
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Cabe resaltar que muchas de las iniciativas normativas relativas a promover dietas más saludables en América 
Latina y el Caribe han sido el resultado de las alianzas de la FAO, tanto con los gobiernos de la región, como con 
el mundo parlamentario, especialmente con los Frentes Parlamentarios contra el Hambre de cada uno de los 
países, en colaboración con otros actores, públicos y privados, como las organizaciones de la sociedad civil, el 
sector privado y la academia, representada especialmente en esta región a través del Observatorio del Derecho 
a la Alimentación. Esto muestra que la suma de las voluntades políticas de actores claves es fundamental en la 
lucha contra la malnutrición en todas sus formas. 

El objetivo de este documento es entonces presentar aquellas intervenciones regulatorias que han sido 
identificadas como más relevantes en el ámbito de los ocho países analizados, en la medida en que tienen el 
potencial de producir cambios en algunos de los puntos críticos que presentan los sistemas alimentarios para 
poder garantizar dietas más saludables, sostenibles y atentas a la nutrición.

En este punto es oportuno realizar una precisión terminológica entre los conceptos de “sistemas alimentarios” 
y de “sistemas agroalimentarios”. De acuerdo con la FAO, “los sistemas alimentarios abarcan toda la gama de 
actores y sus actividades interrelacionadas que añaden valor relativas a la producción, la concentración, la 
elaboración, la distribución, el consumo y la eliminación de los productos alimenticios. Los sistemas alimentarios 
comprenden todos los productos alimenticios que proceden de la agricultura y la ganadería, la actividad forestal, 
la pesca y la acuicultura, así como los entornos económicos, sociales y naturales más generales en los que 
se integran estos diversos sistemas de producción” (FAO et al., 2020a). Por su parte, el término de “sistemas 
agroalimentarios”, que se utiliza cada vez más por la FAO en el contexto de la transformación de los sistemas 
alimentarios para la sostenibilidad y la inclusión, es más amplio, ya que abarca tanto los sistemas agrícolas 
como los alimentarios y se centra tanto en productos agrícolas alimentarios como no alimentarios, con claras 
superposiciones (FAO et al., 2021).

Este documento reconoce la relevancia de una transformación amplia de los sistemas agroalimentarios. Sin 
embargo, al centrarse en las iniciativas enfocadas en mejorar el componente de la nutrición de la alimentación, 
se ha considerado adecuado adoptar la perspectiva de los sistemas alimentarios, tal como lo hace la FAO en 
su último informe sobre El estado de la seguridad alimentaria y la nutrición en el mundo 2021: Transformación 
de los sistemas alimentarios en aras de la seguridad alimentaria, una mejor nutrición y dietas asequibles y 
saludables para todos (FAO et al., 2021). Sobre esa base, el presente análisis normativo se estructura en torno 
a los componentes del sistema alimentario propuestos por el HLPE, ya que el HLPE cuenta con un importante 
desarrollo sobre este concepto como marco de análisis en materia de seguridad alimentaria y nutricional. De 
esta manera, los tres elementos principales de los sistemas alimentarios propuestos por el HLPE que sirven 
de marco estructural al documento son: las cadenas de suministro de alimentos, los entornos alimentarios y el 
comportamiento de los consumidores (HLPE, 2017).

En este sentido, si bien el documento se centra en la normativa que incide sobre los entornos alimentarios para 
promover dietas más saludables, no se puede desconocer la interconexión e interdependencia de todos los 
elementos que componen el sistema en su conjunto, por lo que resulta imperativo realizar una referencia, aunque 
más breve, a las normativas que inciden sobre los otros dos componentes del sistema individualizados por el HLPE.  

Por último, antes de pasar a la revisión normativa, se desea llamar la atención sobre dos circunstancias 
mencionadas anteriormente. La primera es el alto grado de fragmentación de las intervenciones normativas para 
promover dietas más saludables. La segunda se refiere a que los términos y conceptos antes mencionados, 
surgen de trabajos técnicos interdisciplinarios, en buena medida apoyados por la institucionalidad internacional, 
y algunas veces son difíciles de aplicar o integrar en los marcos regulatorios nacionales. Debido a su naturaleza 
técnica, requieren un “proceso” de adopción por parte de los instrumentos jurídicos. Se observa entonces la 
necesidad de vincular tales conceptos técnicos a las discusiones de naturaleza jurídica. 

Por ello, es necesario comenzar la exposición desde un plano más amplio de análisis que lo brinda, precisamente, 
el derecho a la alimentación adecuada. Este derecho permite apreciar la requerida coherencia entre las diversas 
intervenciones regulatorias puntuales que se van a revisar en el documento; así como facilita el proceso de 
adopción jurídica de los conceptos técnicos y el correspondiente desarrollo de un contenido jurídico relevante. 
Se trata, como establece el HLPE, de otorgar prioridad al derecho a la alimentación adecuada como marco 
jurídico fundamental de análisis para alcanzar los objetivos de la seguridad alimentaria y nutricional, en el contexto 
de sistemas alimentarios sostenibles.

Estas consideraciones han motivado comenzar esta exposición refiriéndose a la protección de orden general 
que los ordenamientos jurídicos nacionales brindan al derecho a la alimentación adecuada.  

http://parlamentarioscontraelhambre.org/
http://www.oda-alc.org/
http://www.oda-alc.org/
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La promoción de dietas más saludables y atentas a la nutrición se realiza, a nivel normativo, en un marco jurídico 
más amplio de protección del derecho humano a la alimentación adecuada. Así, al resguardo general del 
derecho a la alimentación a nivel nacional se suman las intervenciones normativas que atienden especialmente al 
componente de la nutrición de la alimentación y complementan, con un enfoque holístico, la protección de este 
derecho humano complejo y multisectorial. 

El derecho a la alimentación adecuada está reconocido a nivel internacional fundamentalmente a partir de lo 
dispuesto en el artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) y el artículo 11 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) (1966) que reconoce de forma explícita a la 
alimentación adecuada como un derecho humano autónomo. Al PIDESC se sumó el Protocolo Facultativo (2008) 
que entró en vigor en 2013 y ha sido ampliamente firmado por Estados de América Latina. El Protocolo añade 
protección a los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) en cuanto permite al Comité DESC recibir y 
examinar comunicaciones ante posibles violaciones por un Estado Parte de los derechos anunciados en el PIDESC. 

A nivel regional, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948) se refiere a la 
alimentación como parte del derecho a la salud y el bienestar, y el Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1988), conocido como 
“Protocolo de San Salvador”, lo reconoce de forma explícita en su artículo 12, consagrando su reconocimiento en el 
plano jurídico regional. 

Por otra parte, el derecho a la alimentación también está recogido en tratados internacionales que tienen 
como objetivo ofrecer una protección reforzada a algunos grupos específicos de personas. Este es el caso 
especialmente de los niños, niñas y adolescentes que, por su falta de madurez física y mental, necesitan de 
protección y cuidados especiales que velen por su interés superior. La protección de los derechos de los 
menores se concreta en varios instrumentos internacionales entre los cuales cabe destacar la Convención sobre 
los Derechos del Niño (1989), como tratado internacional más ratificado a nivel mundial. Entre los derechos que 
reconoce la Convención a los menores de 18 años se encuentra, en el artículo 24, el derecho al disfrute del más 
alto nivel posible de salud y, para ello, la Convención explicita que los Estados tienen la obligación de “c) combatir 
las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la salud mediante, entre otras cosas, la 
aplicación de la tecnología disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, 
teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente”.

Esta protección se ve complementada a nivel regional, por la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(1969), conocida como “Pacto de San José”, que dedica el artículo 19 a los derechos del niño; y Protocolo de San 
Salvador que se refiere de forma explícita en su artículo 15.3. a la obligación de los Estados de “b) garantizar a 
los niños una adecuada alimentación, tanto en la época de lactancia como durante la edad escolar”. Por lo tanto, 
al adoptar medidas dirigidas a proteger el derecho a la alimentación adecuada y combatir la malnutrición de los 
menores, los Estados dan cumplimiento a una de sus obligaciones internacionales y regionales para la protección 
de los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes.

Igualmente, la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (1979) 
refuerza en su artículo 12 la protección de la “nutrición adecuada a las mujeres durante el embarazo y la lactancia”. 
De esta manera, los Estados deben fortalecer sus medidas en relación a garantizar el derecho a la alimentación 
adecuada y, especialmente, su componente de nutrición, cuando se trate de mujeres en situación de embarazo o 
periodo de lactancia. 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2006) reconoce a la alimentación como 
parte de dos derechos más amplios. Por un lado, en el marco del “derecho a gozar del más alto nivel posible de 
salud sin discriminación” (artículo 25) y, por otro, como integrante del derecho a “un nivel de vida adecuado para 
ellas y sus familias”. Así, este es otro caso en el que se refuerza el reconocimiento y protección del derecho a la 
alimentación para un grupo específico de personas, como son las que tienen algún tipo de discapacidad. 

No obstante, más allá de su reconocimiento, tanto con carácter general, como de forma específica para grupos 
determinados, para comprender el contenido normativo del derecho a la alimentación son claves la Observación 
General Nº 12 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1999), que interpreta el artículo 11 del 
PIDESC; así como los informes de los sucesivos Relatores Especiales de Naciones Unidas sobre el derecho a la 
alimentación. Es precisamente en uno de los primeros informes del Relator Especial donde se ofrece la definición 
probablemente más aceptada y extendida de este derecho, según la cual “el derecho a la alimentación adecuada 
es el derecho a tener acceso, de manera regular, permanente y libre, sea directamente, sea mediante compra por 
dinero, a una alimentación cuantitativa y cualitativamente adecuada y suficiente, que corresponda a las tradiciones 
culturales de la población a que pertenece el consumidor y garantice una vida síquica y física, individual y colectiva, 
libre de angustias, satisfactoria y digna” (Naciones Unidas: Comisión de Derechos Humanos, 2001, párr. 14).

https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human-rights
https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/OPCESCR.aspx
http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp
https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-52.html
https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-52.html
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/crc.aspx
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/crc.aspx
https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm
https://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2001/1450.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2001/1450.pdf
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A mayores, el Consejo de la FAO adoptó en 2004 las Directrices Voluntarias en apoyo de la realización 
progresiva del derecho a una alimentación adecuada en el contexto de la seguridad alimentaria nacional. El 
objetivo de estas Directrices voluntarias es proporcionar orientación práctica a los Estados respecto de las 
medidas que hayan de adoptarse a nivel interno “a fin de establecer un entorno propicio para que su población 
pueda alimentarse por sí misma con dignidad y de crear redes de seguridad apropiadas para quienes no estén en 
condiciones de hacerlo”.

Sin ánimo de profundizar en el desarrollo normativo de este derecho, resulta pertinente indicar que se configura 
fundamentalmente en torno a 5 elementos, que son: disponibilidad, accesibilidad -física y económica-, estabilidad, 
sostenibilidad y adecuación. En este sentido, el elemento de la nutrición, al que se hace referencia en la siguiente 
sección del documento, se expresa habitualmente como el aspecto de saludable de la alimentación, que se 
manifiesta fuertemente dentro del componente de la adecuación del derecho. Sin embargo, la adecuación es 
más amplia porque no se limita a que los alimentos sean nutritivos o saludables, sino que también se refiere a 
la importancia de que los alimentos sean seguros en términos de inocuidad alimentaria, apropiados en función 
de las características personales (edad, sexo, condición de salud, etc.) y pertinentes culturalmente para el grupo 
humano que los consume.

Sobre esta base de reconocimiento y desarrollo normativo internacional y regional, a nivel interno de los Estados 
existen principalmente tres niveles normativos para promover y proteger el derecho a la alimentación adecuada 
que son: el reconocimiento constitucional del derecho, la adopción de leyes marco, y la consideración del 
derecho a la alimentación en legislación de carácter sectorial. 

No obstante, resulta pertinente recordar que la legislación tan solo es una herramienta más que complementa y 
fortalece otros instrumentos igualmente necesarios, como son las políticas públicas y los esfuerzos programáticos 
con asignaciones presupuestarias concretas, para garantizar la realización del derecho a la alimentación para 
todas las personas. 

Reconocimiento constitucional  
del derecho a la alimentación adecuada

La Constitución es la norma suprema de los ordenamientos jurídicos nacionales y, como tal, el reconocimiento 
constitucional explícito de un derecho le otorga el más alto nivel de protección jurídica al mismo. Además, como 
las Constituciones suelen tener vocación de permanencia y prevalecen normalmente sobre cambios de Gobierno, 
ofrecen una protección a más largo plazo de los derechos que consagran. 

En el caso de América Latina y el Caribe ya son 15 los Estados que consagran explícitamente la alimentación 
como un derecho en sus cartas magnas. Estos Estados son: Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, 
Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay y Surinam (FAO, 2020a)2. Si bien es 
posible observar algunas diferencias en cuanto a las formas de reconocimiento, ya que en algunos Estados se 
establece para todas las personas en general y, en otros, para un grupo específico de personas, como las niñas y 
niños, mujeres embarazadas o personas de la tercera edad; todos ellos reconocen de una manera explícita este 
derecho.

Por último, es posible que la Constitución de un país no reconozca explícitamente el derecho a la alimentación 
como un derecho autónomo, pero que se reconozca de manera implícita. Esto puede suceder a través del 
reconocimiento de la alimentación como parte de un derecho humano más amplio, habitualmente el derecho a un 
nivel de vida adecuado. También es posible que se reconozca por medio de la aplicabilidad en el ordenamiento 
jurídico nacional de las obligaciones asumidas internacionalmente por un Estado, en caso de que ese Estado 
haya adherido a tratados internacionales que reconocen explícitamente el derecho a la alimentación. Finalmente, 
cabe la opción de que la constitución no reconozca la alimentación como un derecho, pero sí como parte de 
los principios que deben orientar la acción estatal y hacia donde se deben dirigir los esfuerzos de las distintas 
instituciones que componen el Estado.

2 Es muy probable que el número de constituciones de la región que reconoce explícitamente el derecho a la alimentación 
adecuada aumente pronto, ya que, a la fecha de la revisón final de este documento (diciembre de 2021), se está viviendo un 
proceso constituyente en Chile para la elaboración de una nueva Constitución que es posible que incluya la alimentación 
dentro de su carta de derechos. A su vez, en otros países como El Salvador y Perú existen proyectos de reforma constitucional 
para consagrar el reconocimiento explícito del derecho a la alimentación adecuada, que se espera que sean aprobados 
próximamente para fortalecer el marco jurídico de protección de este derecho a nivel nacional. 

http://www.fao.org/3/y7937s/y7937s00.pdf
http://www.fao.org/3/y7937s/y7937s00.pdf
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En cualquier caso, si bien el reconocimiento implícito puede ser una puerta de entrada para la defensa y 
realización del derecho a la alimentación adecuada a nivel nacional, el grado de protección que se ofrece a un 
derecho a nivel constitucional siempre es más sólido cuando se realiza de forma explícita. 

Legislación marco sobre el derecho  
a la alimentación adecuada 

 El derecho a la alimentación adecuada es un derecho complejo y multisectorial porque para alcanzar su 
realización efectiva es necesaria la confluencia de muy diversos sectores. Por ello, es esencial establecer 
mecanismos de coordinación que articulen el funcionamiento armónico del conjunto de sectores que afectan al 
derecho a la alimentación adecuada. Esta es la razón principal que aconseja la adopción de una ley marco en 
materia de derecho a la alimentación, puesto que este tipo de normas se utilizan “para legislar sobre materias 
multisectoriales de una forma consistente, coordinada e integral”, dado que proporcionan los “fundamentos 
legales para la articulación de los diversos actores del Estado que tienen la responsabilidad de garantizar el 
derecho a la alimentación”. Las leyes marco habitualmente fijan “los principios y obligaciones generales, dejando 
los detalles para normas de menor rango, y delegando en las autoridades competentes la adopción de las 
medidas necesarias dentro de los márgenes establecidos por ley” (FAO, 2020b).  

Son varios los países de América Latina que cuentan con una ley marco sobre el derecho a la alimentación 
adecuada y seguridad alimentaria y nutricional, como es el caso de Brasil, Ecuador, Guatemala, Honduras, 
Nicaragua, República Dominicana y Venezuela. Además, en el caso de México todavía no cuenta con una ley 
nacional en la materia, pero sí con una Ley de seguridad alimentaria y nutricional para el Distrito Federal. Por lo 
tanto, se observa que, de los países estudiados para la elaboración de este documento, tan solo Ecuador cuenta 
con una ley a nivel nacional de estas características: la Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria 
(2009), que se trata de una ley marco en la medida en que establece un Sistema de Soberanía Alimentaria y 
Nutricional (SISAN), en los distintos niveles de gobierno. El SISAN funciona como instancia articuladora de las 
materias que afecten a la seguridad alimentaria y el derecho a la alimentación en el país3. 

Legislación sectorial sobre el derecho  
a la alimentación adecuada 

Dado el carácter multisectorial del derecho a la alimentación, es preciso que se considere el derecho a la 
alimentación adecuada y, por supuesto su componente de la nutrición, en la regulación de múltiples disciplinas 
sectoriales. Para comprender el conjunto de elementos, actividades y actores que inciden sobre la realización de 
este derecho, se adopta el enfoque de sistemas alimentarios, en cuyo seno se producen las interacciones que, 
en definitiva, permiten garantizar o no la satisfacción de este derecho humano a todas las personas. Desde los 
modelos de producción de alimentos hasta los patrones de consumo final de los mismos, es necesario que la 
normativa preste atención al componente de la nutrición de la alimentación al regular cualquier área específica 
involucrada.  

3 No obstante, actualmente existen proyectos de ley marco sobre el derecho a la alimentación y la seguridad alimentaria y 
nutricional en varios Estados de la región, como es el caso de Colombia, Cuba, El Salvador, México, Paraguay, Perú y Uruguay, 
entre otros. 

http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC088076/
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3. MARCO NORMATIVO DE
PROTECCIÓN ESPECÍFICA
DEL DERECHO A LA
ALIMENTACIÓN ADECUADA
A NIVEL NACIONAL:
ENFOQUE SOBRE LA
NUTRICIÓN PARA
PROMOVER DIETAS MÁS
SALUDABLES
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De forma complementaria al marco normativo de protección general del derecho a la alimentación adecuada, 
es frecuente que los Estados adopten medidas específicas dirigidas a fortalecer el componente de la nutrición, 
comúnmente expresado como saludable de la alimentación. Se trata de promover iniciativas que respalden 
las elecciones alimentarias más saludables, nutritivas y sostenibles, a la vez que abordar todas las formas de 
malnutrición (HLPE, 20200). 

Así, al ser el foco de este documento aquellas intervenciones normativas cuyo objetivo es promover una 
alimentación de carácter más saludable, cabe detenerse brevemente en el componente de la nutrición como 
parte del derecho a la alimentación adecuada.

Conforme al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la nutrición es un componente que emerge tanto 
del derecho a una alimentación adecuada como del derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud, de 
acuerdo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y al PIDESC en sus artículos 11 y 12. 

Sin embargo, son la Observación General Nº 12 del Comité DESC, anteriormente mencionada, sobre El derecho a 
una alimentación adecuada, junto con la Observación General Nº 14 del Comité DESC (2000) sobre El derecho al 
disfrute del más alto nivel posible de salud, las que establecen definitivamente la nutrición como un componente 
esencial de ambos derechos humanos. Ésta última afirma claramente en su párrafo 11 que “El Comité interpreta 
el derecho a la salud, definido en el apartado 1 del artículo 12, como un derecho inclusivo que no sólo abarca la 
atención de salud oportuna y apropiada sino también los principales factores determinantes de la salud, como 
el acceso al agua limpia potable y a condiciones sanitarias adecuadas, el suministro adecuado de alimentos 
sanos, una nutrición adecuada, una vivienda adecuada, […]”. Por lo tanto, la nutrición se configura como uno de los 
factores que determinan lograr los más altos niveles posibles de salud física y mental (FAO, 2020c). 

Posteriormente, la nutrición ha sido reconocida de forma expresa como parte del derecho a la salud y el derecho 
a la alimentación (incluso a veces como parte del derecho a un nivel de vida adecuado) en otros tratados 
internacionales y regionales. Asimismo, el compromiso con la mejora de la nutrición también ha sido objeto 
de numerosos acuerdos internacionales, tales como la Declaración de Roma sobre la Nutrición (2014) y la 
Declaración del Decenio de las Naciones Unidas de Acción sobre la Nutrición 2016-2025. 

No obstante, como afirma la FAO, “legislar en materia de nutrición es sumamente complejo debido a la gran 
diversidad de temas relacionados” (FAO, 2020c). Esto explica el importante grado de fragmentación normativa 
que se observa al revisar las iniciativas regulatorias que buscan promover dietas más saludables y atentas a 
la nutrición, que son precisamente el objeto de este documento. Por ello es que se prioriza el derecho a la 
alimentación como el marco jurídico de protección general para garantizar la seguridad alimentaria y nutricional, 
porque permite otorgar la coherencia necesaria a la fragmentación normativa que existe en la materia.

Por otra parte, cabe mencionar que, además del marco de protección general del derecho a la alimentación y 
otros derechos relacionados, como el derecho a la salud, y sus componentes de nutrición; las iniciativas para 
respaldar opciones más saludables de alimentación están fuertemente vinculadas con la protección de los 
derechos de los consumidores. En particular, el acceso a información clara y exacta que permita tomar decisiones 
informadas a los consumidores sobre los bienes y servicios que consumen.

La protección de los consumidores tiene su razón de ser en la desigualdad de posiciones entre los consumidores 
y comerciantes en lo que se refiere a poder de negociación, conocimientos y recursos. Por lo que, para corregir 
los desequilibrios entre ambas partes, se establece una protección especial de los consumidores (Naciones 
Unidas: UNCTAD, 2017). Es por este motivo que desde la aprobación por Naciones Unidas en 1985 de unas 
Directrices para la Protección del Consumidor4 y el desarrollo posterior de los derechos de los consumidores, 
la mayoría de los Estados han aprobado leyes de protección de los consumidores que suelen establecer 
mecanismos específicos de tutela y reparación de sus derechos. 

Por lo tanto, la protección de los consumidores también aplica al ámbito alimentario y complementa la protección 
del derecho humano a la alimentación adecuada. En efecto, varias de las medidas adoptadas para fortalecer 
el componente de la nutrición de este derecho y promover dietas más saludables fueron promovidas por 
asociaciones de consumidores, inspiradas en la necesidad de proteger los derechos de los consumidores frente 
a prácticas inadecuadas de los proveedores.

En este sentido, las Directrices para la Protección del Consumidor incluyen una serie de principios para unas 
buenas prácticas comerciales entre las cuales se encuentra, por ejemplo, proporcionar información completa, 

4 Las Directrices para la Protección del Consumidor de Naciones Unidas fueron originalmente aprobadas en 1985, pero 
ampliadas en 1999 y revisadas y aprobadas por la Asamblea General en su resolución 70/186, de 22 de diciembre de 2015.

https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2001/1451.pdf
https://unctad.org/system/files/official-document/ditccplpmisc2016d1_es.pdf
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exacta y no capciosa sobre los bienes y servicios que ofrecen; o contribuir en la educación y sensibilización de 
los consumidores para tomar decisiones bien fundadas. Estas buenas prácticas o conductas comerciales éticas 
están fuertemente vinculadas con lo establecido en los Principios Rectores sobre Empresas y los Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas.

Se puede afirmar así que, las medidas para promover dietas más saludables a nivel normativo fortalecen, no solo 
la observancia de los derechos humanos a la alimentación adecuada y a la salud, sino que también atienden 
al cumplimiento de algunos de los derechos centrales de los consumidores, tales como la información o la 
educación. 

En este sentido, como se mencionó en la introducción, el objetivo de este documento es presentar las 
intervenciones normativas consideradas más relevantes en el ámbito de los ocho países analizados (Argentina, 
Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, México, Perú y Uruguay), en cuanto a su potencial de generar cambios en los 
sistemas alimentarios, fundamentalmente en los entornos alimentarios, para garantizar dietas más saludables y 
atentas a la nutrición. 

Intervenciones normativas sobre las cadenas  
de suministro de alimentos

Para el Grupo de alto nivel de expertos en seguridad alimentaria y nutrición del Comité de Seguridad 
Alimentaria Mundial, “la cadena de suministro de alimentos consta de las actividades y los agentes que llevan 
los alimentos de la producción al consumo y la eliminación de sus desperdicios”; y sus etapas son: “producción, 
almacenamiento y distribución, elaboración y envasado y venta al por menor y comercialización” (HLPE, 2017).

Comprendiendo que el conjunto de normas que inciden sobre la sostenibilidad y atención a la nutrición de la 
cadena de suministro de alimentos es muy amplio, en este apartado se hará referencia a un grupo reducido y de 
carácter más general de las mismas.

Sin desconocer las acciones que ya se venían impulsando con anterioridad, en la actualidad es impensable 
proponer medidas legislativas sobre las cadenas de suministros de alimentos sin considerar el impacto de la 
pandemia del COVID-19 sobre las mismas. En este sentido, el Servicio del Derecho para el Desarrollo de la FAO 
ha identificado una serie de mecanismos jurídicos para garantizar cadenas de suministro de alimentos seguras en 
tiempos del COVID-19, los cuales buscan también fortalecer su resiliencia y sostenibilidad en previsión de otras 
emergencias que puedan surgir en el futuro (FAO, 2020e). 

Con carácter preliminar al resto de medidas, cabe destacar la importancia de que las actividades que componen 
la cadena de suministros se consideren como esenciales a la hora de declarar un estado de emergencia. Las 
actividades de la cadena de suministros permiten que la producción y distribución de los alimentos continúen 
funcionando, de manera que las personas puedan acceder a dietas saludables y seguras. Esta medida, 
recomendada por las Naciones Unidas en su conjunto (UN, 2020 y CEPAL y FAO, 2020e), ha sido adoptada 
ampliamente por los Estados en la región.

a.	 Agricultura familiar

Entre las iniciativas más destacadas en América Latina relativas a la cadena de suministro de alimentos se 
encuentran las referidas a la promoción de la agricultura familiar, pues 8 de cada 10 explotaciones agrícolas de la 
región son de la agricultura familiar y esta actividad configura la principal industria de toda la región (FAO, 2018a). 
Por ello no es de extrañar que varios países como Argentina, Bolivia, Brasil, El Salvador, Panamá, Paraguay, Perú 
y Uruguay cuenten ya con leyes específicas sobre lo que en esos países se entiende como agricultura familiar. 
A mayores, este tipo de normas se están discutiendo e impulsando en otros países. No en vano estamos en el 
Decenio de las Naciones Unidas para la Agricultura Familiar 2019-2028.

Es importante señalar que el concepto de la agricultura familiar todavía es un asunto discutido, por la diversidad 
de tipologías que existe en América Latina y el Caribe (Grisa y Sabourin, 2019). Por este motivo se encuentran 
distintas definiciones de agricultura familiar en las legislaciones de los diferentes países de la región que han 
decidido regular este ámbito. No obstante, es posible identificar algunos elementos en común de las diversas 
conceptualizaciones de la agricultura familiar, que son: “a) en las exportaciones predomina el trabajo familiar; b) la 
administración de la unidad económico-productiva se le adjudica al jefe del hogar, y c) el tamaño de la explotación 
y/o de la producción es un factor determinante para su clasificación” (FAO, 2014a). A estos tres criterios básicos es 

a

https://www.ohchr.org/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
https://www.ohchr.org/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
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posible añadir otros dos, en base a algunas definiciones legales de la agricultura familiar, relativos a que la renta 
bruta de los agricultores familiares provenga principalmente de la producción agrícola, y que tengan su residencia 
en la finca o cerca de ella (Sabourin, Samper y Sotomayor, 2014).  

Sobre esa base, en la región de América Latina y el Caribe sirve de referencia la definición de agricultura 
familiar proporcionada por la Ley Modelo de Agricultura Familiar del Parlamento Latinoamericano y Caribeño 
(PARLATINO), en su artículo 5.a: “Agricultura familiar: Es el modo de vida y trabajo agrícola practicado por hombres 
y mujeres de un mismo núcleo familiar, a través de unidades productivas familiares. Su fruto es destinado al 
consumo propio o al trueque y comercialización, pudiendo provenir de la recolección, agricultura, silvicultura, 
pesca, artesanía o servicios, en diversos rubros, tales como el hortícola, frutícola, forestal, apícola, pecuario, 
industrial rural, pesquero artesanal, acuícola y de agroturismo”.

En cualquier caso, más allá de los matices conceptuales, se considera que las iniciativas legislativas de fomento 
de la agricultura familiar tienen efectos positivos en la promoción de la producción de alimentos frescos, nutritivos 
y seguros, con pertinencia cultural, a través de prácticas más respetuosas con el entorno natural y su base local 
favorece los circuitos cortos de comercialización. En efecto, se destaca el potencial de la agricultura familiar en 
la “generación de sistemas ambientales de bajo impacto ambiental que contribuyan a dietas saludables, que a la 
vez sean sustentables y diversificadas, y que, al ser locales y de temporada, apoyen la producción de alimentos 
agroecológicos, así como redes de producción-consumo de corta distancia para el comercio justo” (FAO, 2014a). 
Esto convierte la cadena de suministros en más sostenible, reduce costos y, por consiguiente, repercute en 
una mayor seguridad alimentaria y nutricional de las personas en cuanto facilita su acceso, tanto físico como 
económico, a alimentos frescos y saludables.

A mayores, la FAO considera que el fomento de la producción local de alimentos es una medida clave para 
mitigar los impactos negativos de situaciones de crisis o emergencia, como la actual, producto de la pandemia del 
COVID-19 y es fundamental para transitar hacia sistemas alimentarios más resilientes (FAO, 2020d). 
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b.	 Agroecología

Con el objetivo de transitar hacia sistemas alimentarios más sostenibles, en los últimos años se han impulsado 
las medidas relacionadas con la agroecología. Si bien la agroecología es un concepto dinámico, en la actualidad 
existe un consenso en torno a considerarla al mismo tiempo una disciplina científica, un conjunto de prácticas y 
un movimiento social (HLPE, 2019). La agroecología se caracteriza por la puesta en valor de prácticas agrícolas 
tradicionales y conocimientos locales “para promover el desarrollo agrícola sostenible con miras a garantizar 
la seguridad alimentaria y la nutrición para todos ahora y en el futuro”. Es por este motivo que la agroecología 
se concibe “como un puente entre las dimensiones ecológica y social asociadas al desarrollo de sistemas 
alimentarios resilientes frente al cambio climático y otros desafíos mundiales” (Caron, Biénabe y Hainzelin, 2014). 

En el año 2018, la FAO determinó los 10 elementos de la agroecología que orientan la transición hacia sistemas 
alimentarios sostenibles. Estos son: diversidad, creación conjunta e intercambio de conocimientos, sinergias, 
eficiencia, reciclaje, resiliencia, valores humanos y sociales, cultura y tradiciones alimentarias, gobernanza 
responsable, y economía circular y solidaria (FAO, 2018b). El Consejo de la FAO ratificó en 2019 este conjunto de 
10 elementos como guía de la visión de la FAO en cuanto a la agroecología (CL 163/12 Rev.1). Sobre esta base, el 
Grupo de alto nivel de expertos en seguridad alimentaria y nutrición elaboró una lista consolidada de 13 principios 
que se organizan en torno a tres principios operativos que son: mejorar la eficiencia en la utilización de recursos, 
fortalecer la resiliencia y garantizar la equidad y responsabilidad sociales (HLPE, 2019, p. 45). 

Sin poder seguir profundizando en este documento en el desarrollo conceptual de la agroecología; a nivel 
normativo, se podría sintetizar la regulación en materia agroecológica como aquella que incorpora los principios 
ecológicos y sociales a la agricultura para lograr sistemas alimentarios más sostenibles. 

En la actualidad, países como Argentina, Brasil, Nicaragua y Uruguay ya cuentan con normativa específica sobre 
la materia. En el caso de Argentina y Brasil, son leyes de ámbito provincial y estadual, respectivamente, mientras 
que Nicaragua y Uruguay tienen leyes de fomento a la producción agroecológica de ámbito nacional. Estas leyes 
están, por lo general, vinculadas con la agricultura familiar, y en el caso de Uruguay la norma incluso establece 
como sujeto principal de estos sistemas de producción a los productores familiares agropecuarios (artículo 
1). Igualmente, otros elementos interesantes presentes en estas normas son la definición de la agroecología 
y sus principios orientadores, la vinculación de la producción con la alimentación adecuada, la creación de 
institucionalidad entorno a la agroecología, el fomento de los mercados locales como vía de comercialización de 
los productos agroecológicos, la creación de registros de productores agroecológicos y sistemas de certificación, 
entre otros. 

En definitiva, los cambios estructurales a nivel institucional y normativo son esenciales para que la agroecología 
pueda cumplir con su papel central en la transición hacia sistemas alimentarios más sostenibles y resilientes, 
protegiendo la conservación de la biodiversidad y el uso de prácticas sostenibles de gestión de recursos 
naturales, en favor de garantizar el derecho a la alimentación adecuada de todas las personas, todo ello sin poner 
en riesgo el derecho de las generaciones futuras.

c.	 Comercio electrónico de alimentos

Se trata de otra de las medidas destacadas por la FAO entre los mecanismos jurídicos para garantizar cadenas de 
suministro de alimentos seguras en tiempos del COVID-19 (FAO, 2020e) y se refiere a la necesidad de adecuar 
los marcos jurídicos para lograr una mayor flexibilidad en el comercio electrónico de alimentos, sobre todo de 
pequeños productores y pequeñas agroempresas, para que cuenten con vías alternativas de comercialización.

Esta medida está intrínsecamente vinculada con la digitalización de la agricultura familiar. En un estudio sobre 
conectividad rural en América Latina y el Caribe publicado en el año 2020 por el Instituto Interamericano de 
Cooperación para la Agricultura (IICA), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y Microsoft se determinó que 
existe una fuerte brecha de conectividad entre el mundo urbano y rural en esta región: mientras que un 71% de 
la población urbana cuenta con opciones de conectividad, menos de un 37% del mundo rural cuenta con esta 
conectividad; lo que revela una brecha de 34 puntos porcentuales entre ambos mundos. Si se traducen estos 
porcentajes a números resulta que, aproximadamente 77 millones de personas que habitan el mundo rural en 
América Latina y el Caribe no acceden a una conectividad con estándares mínimos de calidad y 244 millones de 
personas, sumando mundo urbano y rural, no acceden a internet (IICA, BID y Microsoft, 2020). Es evidente que 
esta brecha de conectividad resulta en una pérdida de potencial social, económico y productivo. 

Si se revisan las causas centrales de la brecha que identifica el informe, se observa que una de ellas es, 
precisamente, la existencia de marcos regulatorios obsoletos. Por eso no resulta extraño que entre las 
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recomendaciones finales se incluya la importancia de que el Estado intervenga con “marcos reglamentarios 
eficientes e inversión pública en algunos casos y, en otros, con incentivos adecuados para alentar la inversión 
privada y los niveles de ingreso suficientes para incentivar la demanda de equipos y servicios de conectividad“ 
(IICA, BID y Microsoft, 2020).

Como era de esperar, la brecha digital tampoco es indiferente al género. En particular, existe una desigualdad en 
la propiedad de teléfonos móviles que redunda en una menor conectividad de las mujeres rurales y repercute en 
sus posibilidades de acceder a información, a servicios financieros y a participar en organizaciones y espacios 
de representación política. La brecha digital también afecta a la relación mujeres-hombres en cuanto a la tasa de 
empleo vulnerable, la tasa de participación en la fuerza laboral y en el desempleo de jóvenes. Por lo tanto, existe 
una correlación entre la brecha digital de género y las perspectivas para las mujeres en el mercado laboral (IICA 
et al., 2020). 

De acuerdo con la FAO, “por medio de sencillas innovaciones digitales se pueden generar nuevas oportunidades 
para mejorar los procesos productivos y fomentar una producción más diversificada, sostenible, nutritiva y 
rentable” (FAO et al., 2020b). A la digitalización y la importancia de cerrar la brecha digital también se refieren las 
Directrices voluntarias (CFS, 2021).  Por lo tanto, la conectividad es una condición o prerrequisito indispensable 
para poder acelerar la digitalización e innovación en la agricultura familiar como motor de la transición 
agroecológica y adoptar una estrategia de comercio electrónico para esta producción, como vía alternativa de 
comercialización en momentos de restricciones a la movilidad y circulación de personas y bienes. 

Por ello, es necesario garantizar que la normativa no suponga un obstáculo o una carga demasiado pesada 
para poder acceder a la comercialización electrónica de alimentos, pues en ocasiones, la regulación dificulta o 
detiene la entrada de la tecnología digital, porque preexiste a la era digital o las reglas adoptadas funcionan como 
bloqueadores (Trendov, Varas y Zeng, 2019). Por el contrario, los marcos regulatorios deben propiciar un entorno 
adecuado para la digitalización, innovación e inversión de la agricultura familiar.

Para lograr este objetivo se han definido algunas áreas clave en las que se deberían tomar medidas normativas, 
como son el régimen de licencias para autorizar a los operadores móviles a proporcionar servicios de 
telecomunicaciones, las condiciones de infraestructura en las áreas rurales, el acceso al crédito, la generación 
de capacidades, y el acceso a la propia información sobre la regulación del sector, entre otras (Trendov, Varas 
y Zeng, 2019). Además, en lo que se refiere en concreto al acceso al comercio electrónico agrícola se añaden 
los procesos y mecanismos de pago y el desarrollo e implementación de la logística (en especial en cuanto 
a normas de inocuidad alimentaria y trazabilidad, donde se destacan las potencialidades del blockchain para 
una trazabilidad descentralizada, digitalizada y con credibilidad casi absoluta). “La habilitación de políticas 
y regulaciones sobre ‘dinero móvil’ o sistemas de pago digital ayudará a ampliar los mercados digitales y el 
comercio electrónico para la agricultura” (FAO y CEPAL, 2020a). 

Sin ánimo de revisar de forma exhaustiva el conjunto de estas áreas, resulta oportuno destacar, por su relevancia 
de cara al futuro, la protección y propiedad de datos y la privacidad. Las tecnologías digitales están generando 
grandes cantidades de datos también en el sector agrícola; sin embargo, existe un escaso marco regulatorio para 
promover su correcto uso y preservar la privacidad (Trendov, Varas y Zeng, 2019). Por ello, es necesario regular 
la adquisición, almacenamiento y uso de Big Data entre los diferentes actores (agricultores y otros actores), para 
establecer reglas que faciliten la extracción e intercambio equitativo de valor de Big Data (Lioutas et al., 2019).

En definitiva, la importancia de los marcos regulatorios es tal que la FAO y la CEPAL incluso los han relevado 
como uno de los cuatro componentes principales del “ecosistema de comercio electrónico agrícola” (FAO y 
CEPAL, 2020a). Por lo tanto, para desbloquear todo el potencial de la transformación de la agricultura digital, los 
gobiernos deben crear un entorno regulatorio propicio que habilite el uso de las tecnologías de información y 
comunicaciones en la agricultura y así avanzar hacia su digitalización, permitiendo el acceso de los agricultores 
familiares y pequeños productores al comercio electrónico de alimentos (Trendov, Varas y Zeng, 2019).

d.	 Compras públicas de alimentos

En cuarto lugar, se propone facilitar las compras locales y, en particular, promover las compras públicas de 
alimentos locales destinados a programas estatales de asistencia social (FAO, 2020e). 

Merece la pena destacar que, en el año 2020, dos de los siete países estudiados promulgaron leyes de compras 
públicas de alimentos. Es el caso de Colombia con la Ley Nº 2.046, que establece mecanismos para promover la 
participación de pequeños productores locales agropecuarios y de la agricultura campesina, familiar y comunitaria 
en los mercados de compras públicas de alimentos (2020); y el caso de Perú con la Ley Nº 31.071, de compras 
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https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/ley-de-compras-estatales-de-alimentos-de-origen-en-la-agricu-ley-n-31071-1905307-2/
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estatales de alimentos de origen en la agricultura familiar (2020). Estos países se suman a Uruguay, que ya 
desde el 2014 considera en su Ley Nº 19.292, que declara de interés la producción familiar agropecuaria y pesca 
artesanal, un mecanismo de reserva de mercado estatal de bienes y servicios alimenticios. 

Estas leyes resultan especialmente interesantes porque van un paso más allá de la tradicional promoción de la 
agricultura familiar y la vinculación primaria de las compras públicas de alimentos producidos por la agricultura 
familiar únicamente a los programas de alimentación escolar. Esto se puede ver, por ejemplo, en la Ley de 
Alimentación Escolar de Guatemala (Decreto Nº 16-2017), que en su artículo 15 establece que “del total de los 
recursos financieros asignados a cada centro educativo debe destinarse como mínimo el cincuenta por ciento 
(50%) para compras de productos que provengan de la agricultura familiar”, y añade que tras un plazo de cinco 
años este porcentaje deberá aumentar al 70%; así como en la Ley Orgánica de Alimentación Escolar de Ecuador 
(2020), que en su artículo 21 vincula al menos un 35% de los recursos financieros asignados a la alimentación 
escolar para compras de productos y servicios que provengan de la agricultura campesina. 

Por el contrario, las leyes colombiana y peruana de compras públicas adoptadas en 2020 no se limitan solo a las 
compras de alimentos destinados a programas de alimentación escolar, sino que se expanden a los alimentos 
dirigidos al conjunto de programas sociales de asistencia alimentaria con los que cuenta el Estado, aumentando 
sustancialmente las compras de alimentos producidos por la agricultura familiar. Ambas leyes, colombiana y 
peruana, establecen un porcentaje mínimo de compra a la agricultura familiar del 30% (artículo 7 de la ley de 
Colombia y artículo 3 de la ley de Perú). 

Se observa aquí una tendencia que, además, se ve respaldada por las Directrices voluntarias cuando se refiere 
a que “Los gobiernos, con el apoyo de las organizaciones intergubernamentales, el sector privado y otras partes 
interesadas pertinentes, deberían reforzar los sistemas de adquisición pública garantizando la disponibilidad, 
accesibilidad, asequibilidad y conveniencia de las dietas saludables en entornos e instituciones públicos, […] y 
colaborando con, cuando proceda, los pequeños productores, los agricultores familiares y los productores de 
alimentos locales vulnerables” (CFS, 2021). Por ello, cabe esperar que más países se sumen pronto a la adopción 
de normativa en este sentido.

e.	 Pérdida y desperdicio de alimentos

Por último, se destaca la importancia de tomar medidas legislativas para prevenir y reducir las pérdidas y 
desperdicios de alimentos (PDA), promoviendo la donación como una alternativa al desperdicio y apoyo a las 
personas en situación de inseguridad alimentaria (FAO, 2020e). En la actualidad la FAO estima que alrededor del 
14% de los alimentos producidos se pierden (desde la etapa posterior a la cosecha hasta la etapa minorista, sin 
incluirla) (FAO, 2019). En cuanto al desperdicio, el índice de desperdicio de alimentos elaborado por el Programa 
de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (UNEP, por sus siglas en inglés) ha estimado que asciende a un 
17% de alimentos desperdiciados por los distribuidores minoristas y los consumidores (UNEP, 2021). 

Si bien varios países de la región contaban con normativa sobre la materia aprobada con anterioridad a la 
pandemia, la crisis del COVID-19 ha vuelto a posicionar la discusión sobre leyes de pérdida y desperdicio 
de alimentos en la agenda, con carácter prioritario. Esto se debe a que, en épocas de crisis, la cantidad de 
personas en situación de inseguridad alimentaria y nutricional aumenta, por lo que la presión sobre instituciones 
benéficas y bancos de alimentos también. De esta manera, un sistema de donación de alimentos que funcione 
correctamente conllevaría una doble ventaja. Por una parte, permitiría el acceso a alimentos de personas en 
situación de vulnerabilidad y, por otra reduciría el desperdicio de alimentos y, con ello, los costos económicos, 
sociales y ambientales asociados a la producción y distribución de alimentos (FAO, 2020e). 

En la actualidad cuentan con leyes específicas sobre prevención y reducción de las pérdidas y desperdicios de 
alimentos Argentina, Brasil, Colombia, El Salvador, México (a nivel estatal, no federal), Panamá y Perú. A mayores, 
un estudio recientemente publicado por la FAO muestra que existen proyectos de ley vigentes pendientes de 
discusión y adopción en seis países adicionales5 (Muñoz Ureña, 2021). Este estudio sobre Avances legislativos 
sobre prevención y reducción de pérdidas y desperdicios de alimentos en América Latina y el Caribe recopila 
una serie de criterios de clasificación de las medidas identificadas en la legislación que permiten establecer 
cuatro grandes categorías de medidas esenciales a la hora de legislar sobre PDA y son: medidas que definen 
el rol de la institucionalidad, medidas que se dirigen a los comerciantes, medidas que refuerzan los aspectos 
técnicos de los procesos de producción y distribución, y medidas que desarrollan la noción de “proximidad” en la 
distribución de alimentos (Muñoz Ureña, 2021). 

5 Chile, Costa Rica, Guatemala, Paraguay, República Dominicana y Uruguay.

e

http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC142457/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC172363/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC194674/
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Por consiguiente, la regulación en favor de la prevención y reducción de las pérdidas y desperdicios de 
alimentos, siempre que se haga con enfoque integral, tiene un gran potencial para impactar de forma positiva 
en una mayor sostenibilidad de los sistemas alimentarios, en cuanto evita la pérdida de todos los recursos 
naturales utilizados para producir esos alimentos; así como en la realización del derecho a la alimentación 
adecuada, al evitar que la disponibilidad y el acceso a alimentos sanos y nutritivos por parte de la población, 
fundamentalmente de aquella en situación de mayor vulnerabilidad, se vea afectada porque esos alimentos se 
pierdan o desperdicien (Muñoz Ureña, 2021).

Para concluir, cabe reiterar que en esta sección se abordaron algunas de las entradas regulatorias para lograr 
cadenas de suministro de alimentos más sostenibles y capaces de ofrecer dietas más saludables, pero el 
conjunto de normas que afectan a las mismas es inabarcable en este documento. Por este motivo se pasa ahora 
a examinar igualmente algunas de las normativas que afectan el siguiente de los tres elementos clave del sistema 
alimentario: los entornos alimentarios. 
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NORMATIVA MENCIONADA EN LA SECCIÓN RELATIVA A CADENA DE SUMINISTROS DE ALIMENTOS

Promoción de la agricultura familiar

Argentina Ley Nº 27.118, de Reparación Histórica de la Agricultura Familiar para la Construcción 
de una nueva Ruralidad

2015

Bolivia Ley Nº 338, de Organizaciones Económicas Campesinas, Indígena Originarias - OECAS 
y de Organizaciones Económicas Comunitarias - OECOM para la Integración de la 
Agricultura Familiar Sustentable y la Soberanía Alimentaria

2013

Brasil Lei Nº 11.326, que establece as diretrizes para a formulação da Política Nacional da 
Agricultura Familiar e Empreendimentos Familiares Rurais

2006

El Salvador Decreto Nº 814, Ley de Agricultura Familiar 2021

Panamá Ley Nº127, que dicta medidas para el desarrollo de la agricultura familiar 2020

Paraguay Ley Nº 6.286, de Defensa, Restauración y Promoción de la Agricultura Familiar 
Campesina

2019

Perú Ley Nº 30.355, de Promoción y Desarrollo de la Agricultura Familiar 2015

Uruguay Ley Nº 19.292, que declara de interés la producción familiar agropecuaria y pesca 
artesanal

2014

 

Promoción de la agroecología

Argentina Provincia de 
Misiones

Ley VIII Nº 68, de Fomento a la Producción Agroecológica 2014

Brasil Estado do 
Espírito Santo

Lei Nº 9.616, que incentiva a agroecologia e a agricultura orgânica na 
agricultura familiar no Estado e dá outras providências

2011

Estado do 
Espírito Santo

Lei Nº 10.951, que institui a Política Estadual de Produção Agroecológica 
e Orgânica– PEAPO

2018

Estado de 
Rondônia

Lei Nº 2.588, que cria o Programa Estadual de Agroecologia e Incentivo 
à Agricultura Orgânica

2011

Estado do Rio 
Grande do Sul

Lei Nº 14.486, que institui a Política Estadual de Agroecologia e de 
Produção Orgânica e dá outras providências

2014

Distrito Federal Lei Nº 5.801, que institui a Política Distrital de Agroecologia e Produção 
Orgânica - PDAPO e dá outras providências

2017

Estado de São 
Paulo

Lei Nº 16.684, que institui a Política Estadual de Agroecologia e Produção 
Orgânica - PEAPO, e dá otras providências

2018

Estado de 
Alagoas

Lei Nº 8.041, que dispõe sobre a instituição de política estadual de 
agroecologia e produção orgânica

2018

Estado de 
Maranhão

Lei Nº 10.986, que institui a Política Estadual de Agroecologia e Produção 
Orgânica do Maranhão (Peapoma)

2018

Nicaragua Ley Nº 765, de fomento a la producción agroecológica u orgánica 2011

Uruguay Ley Nº 19.717, de declaración de interés general y creación de una 
comisión honoraria nacional y plan nacional para el fomento de la 
producción con bases agroecológicas

2018

 

Compras públicas de alimentos

Colombia Ley Nº 2.046, que establece mecanismos para promover la participación de 
pequeños productores locales agropecuarios y de la agricultura campesina, familiar y 
comunitaria en los mercados de compras públicas de alimentos

2020

Ecuador Ley Orgánica de Alimentación Escolar 2020

Guatemala Decreto Nº 16-2017, Ley de Alimentación Escolar 2017

Perú Ley Nº 31.071, de compras estatales de alimentos de origen en la agricultura familiar 2020

Uruguay Ley Nº 19.292, que declara de interés la producción familiar agropecuaria y pesca 
artesanal, un mecanismo de reserva de mercado estatal de bienes y servicios 
alimenticios

2014

http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC140755/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC140755/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC120900/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC120900/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC120900/
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2004-2006/2006/lei/l11326.htm
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2004-2006/2006/lei/l11326.htm
https://www.diariooficial.gob.sv/diarios/do-2021/04-abril/28-04-2021.pdf
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC193651/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC150664/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC142457/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC142457/
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC147868
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC185020
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC185020
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC185011
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC185011
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC126295
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC126295
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC135819
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC135819
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC162120
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC162120
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC179411
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC179411
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC185196
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC185196
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC183253
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC183253
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC145378
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC187356
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC187356
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC187356
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC199145
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC199145
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC199145
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC194674/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC172363/
https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/ley-de-compras-estatales-de-alimentos-de-origen-en-la-agricu-ley-n-31071-1905307-2/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC142457/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC142457/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC142457/
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Pérdida y desperdicio de alimentos

Argentina Ley Nº 27.454, de Creación del Plan Nacional de Reducción de 
Pérdidas y Desperdicio de Alimentos

2018

Ley Nº 25.989, del Régimen Especial para la Donación de 
Alimentos

2004

Brasil Lei Nº 12.429, autoriza o Poder Executivo a doar estoques 
públicos de alimentos, para assistência humanitária internacional

2011

Lei Nº 14.016, dispõe sobre o combate ao desperdício de 
alimentos e a doação de excedentes de alimentos para o 
consumo humano

2020

Colombia Ley Nº 1990, de la Política contra la Pérdida y el Desperdicio de 
Alimentos

2019

El Salvador Decreto Legislativo N.° 416, Ley de Fomento a la Donación de 
Alimentos

2019

México Estado de Baja 
California

Ley para fomentar la donación altruista en materia alimentaria en 
el Estado de Baja California

1998

Estado de Colima Decreto Nº 366 - Ley para Fomentar la Donación Altruista en 
Materia Alimentaria para el Estado de Colima

2003

Estado de Tamaulipas Ley para Fomentar la Donación Altruista de Artículos de Primera 
Necesidad del Estado de Tamaulipas

2004

Estado de Chihuahua Ley para la donación altruista de alimentos en el Estado de 
Chihuahua

2008

Estado de Durango Ley para regular y promover la donación altruista de alimentos 
para el Estado de Durango

2013

Estado de Quintana Roo Ley para fomentar la donación altruista de alimentos en el 
Estado de Quintana Roo

2013

Ciudad de México Ley para la donación altruista de alimentos de la Ciudad de 
México

2017

Estado de Aguas 
Calientes

Ley para evitar el desperdicio de alimentos en el Estado de 
Aguascalientes

2017

Estado de Nuevo León Ley Nº 302, del Derecho a la Alimentación Adecuada y Combate 
contra el Desperdicio de Alimentos para el Estado de Nuevo 
León

2017

Estado de Oaxaca Ley para la donación y el aprovechamiento integral de alimentos 
del Estado de Oaxaca

2018

Estado de Coahuila de 
Zaragoza

Ley para el aprovechamiento integral de alimentos y su 
donación altruista del Estado de Coahuila de Zaragoza

2018

Estado de Sinaloa Decreto Nº 858 – Ley para el aprovechamiento integral de 
alimentos y su donación altruista del Estado de Sinaloa

2018

Estado de Sonora Ley para el aprovechamiento integral de alimentos y su 
donación altruista del Estado de Sonora

2018

Estado de México Ley para la recuperación y aprovechamiento de alimentos del 
Estado de México

2019

Panamá  Ley Nº 37, del Régimen Especial para la Donación de Alimentos 2014

Perú

 

Ley Nº 30.498, que Promueve la Donación de Alimentos 
y Facilita el Transporte de Donaciones en Situaciones de 
Desastres Naturales

2016

Ley Nº 30.631, que Amplía el Límite de Deducibilidad de Gastos 
por Concepto de Donaciones de Alimentos en Buen Estado para 
Efectos del Impuesto a la Renta

2017

Ley Nº 30.988, que Promueve la Reducción y Prevención de 
Pérdidas y Desperdicios de Alimentos

2019

http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC180707
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC180707
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/100000-104999/102664/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/100000-104999/102664/norma.htm
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2011-2014/2011/Lei/L12429.htm
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2011-2014/2011/Lei/L12429.htm
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC196025/
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC196025/
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC196025/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC191213/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC191213/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC190959/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC190959/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC187227
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC187227
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC151980/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC151980/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC187089
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC187089
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC187214
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC187214
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC151971
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC151971
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC143272
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC143272
http://www.paot.org.mx/centro/leyes/df/pdf/2018/LEY_DONACION_ALTRUISTA_ALIMENTOS_CDMX_16_02_2017.pdf
http://www.paot.org.mx/centro/leyes/df/pdf/2018/LEY_DONACION_ALTRUISTA_ALIMENTOS_CDMX_16_02_2017.pdf
https://eservicios2.aguascalientes.gob.mx/NormatecaAdministrador/archivos/EDO-18-125.pdf
https://eservicios2.aguascalientes.gob.mx/NormatecaAdministrador/archivos/EDO-18-125.pdf
https://legislacion.vlex.com.mx/vid/ley-derecho-alimentacion-adecuada-699518093
https://legislacion.vlex.com.mx/vid/ley-derecho-alimentacion-adecuada-699518093
https://legislacion.vlex.com.mx/vid/ley-derecho-alimentacion-adecuada-699518093
http://docs.congresooaxaca.gob.mx/decrets/documento1s/000/001/442/original/DLXIII_1442.pdf
http://docs.congresooaxaca.gob.mx/decrets/documento1s/000/001/442/original/DLXIII_1442.pdf
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC187311
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC187311
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC187176
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC187176
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC187316
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC187316
https://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/ley/vig/leyvig257.pdf
https://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/ley/vig/leyvig257.pdf
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC142045
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC160640/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC160640/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC160640/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC173404
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC173404
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC173404
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC188269/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC188269/
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Intervenciones normativas 
sobre los entornos alimentarios

Los entornos alimentarios se refieren al “contexto físico, económico, político y sociocultural que enmarca la 
interacción de los consumidores con el sistema alimentario, con miras a la adopción de decisiones sobre la 
adquisición, la preparación y el consumo de alimentos”. Según el Grupo de alto nivel de expertos en seguridad 
alimentaria y nutrición, los principales elementos que configuran el entorno alimentario y determinan las 
elecciones de los consumidores son tres: “acceso físico y económico a los alimentos; promoción, publicidad e 
información relativas a los alimentos; y calidad e inocuidad de los alimentos” (HLPE, 2017).

A nivel regulatorio, son muchas las medidas que se pueden tomar y se han tomado para incidir sobre estos 
elementos, pero a modo de ilustración, se hará referencia en este documento a las siguientes cuatro medidas: 
a) etiquetado frontal de advertencia nutricional de los alimentos, b) prohibición de la publicidad de los alimentos 
dirigida a menores, c) restricciones a la venta y promoción de alimentos en el entorno escolar, y d.) impuestos al 
consumo de bebidas azucaradas. La elección de exponer estas cuatro medidas se debe a su carácter innovador 
y disruptivo, así como por su vinculación directa con el objetivo de promover dietas más saludables y atentas a la 
nutrición.

En algunas ocasiones, dependiendo de la estrategia legislativa adoptada por el país, es posible identificar 
incluso las tres primeras medidas mencionadas en una misma ley, con vocación de regular de forma general 
los elementos relativos a la promoción de la alimentación saludable en el país. Este es el caso, por ejemplo, de 
Argentina, Chile, Colombia o Perú. No obstante, merece la pena aclarar que habitualmente estas normas, aunque 
regulan de forma conjunta algunos aspectos de los entornos alimentarios para lograr dietas más saludables, 
tienen un alcance limitado y, en ningún caso, abordan la problemática de la alimentación saludable forma integral, 
considerando la necesaria perspectiva de sistemas alimentarios para hacer frente a las causas estructurales 
de todas las formas de malnutrición. Por el contrario, en otros países de la región se observa que la estrategia 
legislativa seguida responde a una vocación de regulación específica de los distintos aspectos que inciden en 
el entorno o ambiente alimentario y, por tanto, se produce una mayor fragmentación normativa. Esta situación se 
aprecia, por ejemplo, en Ecuador y Uruguay, entre otros.

Sin embargo, sea en una ley general para la promoción de la alimentación saludable o sea a través de distintas 
normas, sí se observa que las medidas relativas al etiquetado, la publicidad y los entornos escolares suelen estar 
interrelacionadas y son dependientes entre sí. De la aplicación y correcto funcionamiento de una dependen las 
otras, dado que habitualmente la decisión de establecer restricciones a la publicidad o a la comercialización de 
determinados alimentos en las escuelas, se hace sobre la base de los productos que se encuentran sometidos al 
etiquetado de advertencia nutricional de alimentos. 

a.    Etiquetado frontal de advertencia nutricional de los alimentos

Se trata de una de las medidas que ha ganado indiscutiblemente más popularidad en América Latina para incidir 
sobre los entornos alimentarios. Esta medida tiene su fundamento tanto en la mejora del componente de la 
nutrición del derecho a la alimentación adecuada y el derecho a la salud, como en el derecho a la información de 
los consumidores, puesto que está ideada para que las personas puedan tomar decisiones más informadas sobre 
los productos alimentarios envasados que consumen, cuando contengan niveles altos o excesivos de algunos 
nutrientes críticos (fundamentalmente las grasas saturadas, el sodio, los azúcares y las calorías). De esta manera, 
a través de la información, se busca lograr un cambio de patrones de consumo de alimentos para combatir la 
malnutrición por exceso y transitar hacia dietas más saludables y atentas a la nutrición. 

La propia Declaración de Roma sobre la Nutrición (2014) identifica en su párrafo 13.f) que “para mejorar la dieta y 
la nutrición son precisos marcos legislativos apropiados sobre inocuidad y calidad de los alimentos,[…] y a tal fin 
es preciso fomentar la participación en las actividades de la Comisión del Codex Alimentarius encaminadas a la 
elaboración de normas internacionales relativas a la inocuidad y la calidad de los alimentos, así como a la mejora 
de la información dirigida a los consumidores, y evitar la promoción y la publicidad inapropiadas de alimentos y 
bebidas no alcohólicas dirigidas a los niños, como se recomienda en la resolución WHA63.14”.

Por consiguiente, en materia de etiquetado nutricional a nivel internacional son esenciales las orientaciones 
que proporciona el Codex Alimentarius, no solo sobre los  requisitos de composición de los alimentos para que 
sean inocuos desde el punto de vista nutricional, sino también sobre el etiquetado general de los alimentos y 

a
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las declaraciones de propiedades saludables o nutricionales que los productores incluyen en las etiquetas, para 
que los consumidores sepan lo que están comprando y puedan elegir con mejor fundamento sus productos 
alimenticios. Sobre esa base, el Codex cuenta con normas y directrices sobre la información nutricional que debe 
incluirse en los envases de los alimentos, que se constituyen como instrumentos importantes para influir en los 
sistemas alimentarios y conseguir un consenso mundial en asuntos de nutrición.

Si bien excede al objeto de este documento revisar todos los diferentes tipos de sistemas de etiquetado de los 
alimentos que se han desarrollado (OPS, 2020), las experiencias comparadas en la región de América Latina 
muestran, principalmente, dos tipos de etiquetados que se diferencian sobre la base de dos criterios básicos: 
su condición de frontal o no (OMS, 2019); y su codificación por colores, que se conoce como el “sistema del 
semáforo” o la elección de los octógonos negros con letras blancas (OPS, 2020).  

En este sentido, sin desconocer las otras iniciativas de etiquetado nutricional de los alimentos, fundamentalmente 
el “sistema de semáforo” implementado en Ecuador6 y adoptado a nivel normativo por Bolivia7; cabe destacar 
que el etiquetado frontal de advertencia nutricional surge como una iniciativa para facilitar la interpretación de 
alguna información nutricional clave de los productos alimenticios que en las etiquetas tradicionales resultan 
más difíciles de interpretar, en cuanto exigen tener ciertos conocimientos sobre nutrición. De esa manera, las 
etiquetas frontales donde se destacan algunos elementos centrales resultan “más fáciles de interpretar para los 
consumidores y pueden ayudarles a tomar decisiones sobre los alimentos más adecuadas” (HLPE, 2017).

Incluso la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre el derecho a la salud, Dainius Pūras, ha emitido una 
declaración en la que afirma que, entre los esfuerzos integrales para reducir el consumo de dietas poco 
saludables, el etiquetado frontal de advertencia nutricional es una medida clave para que los Estados hagan 
frente al problema de las ENT, como un mecanismo a través del cual las opciones saludables puedan convertirse 
en la opción más fácil y preferida. Esta declaración ha sido respaldada también por el actual Relator Especial de 
Naciones Unidas sobre el derecho a la alimentación, Michael Fakhri, y por el Grupo de Trabajo sobre la cuestión 
de los derechos humanos y las empresas transnacionales y otras empresas. Por lo tanto, existe ya un respaldo al 
máximo nivel internacional del etiquetado frontal como la herramienta a utilizar para facilitar la elección en favor 
de opciones más saludables por parte de los consumidores de alimentos (OHCHR, 2021). 

6 En Ecuador rige un sistema gráfico de etiquetado dividido en los colores verde, amarillo y rojo para indicar respectivamente 
el contenido bajo, medio o alto de los nutrientes críticos (grasa, azúcares y sal) en los alimentos procesados para el consumo 
humano. Esta medida se adoptó en 2013 y posteriormente se sustituyó por el Reglamento Sanitario Sustitutivo de Etiquetado de 
Alimentos Procesados para Consumo Humano (Acuerdo Nº 5103, de 2014), que es la norma vigente en la actualidad. Además, 
es importante señalar que el etiquetado en Ecuador, hasta el momento, no es frontal, lo que marca una importante diferencia 
con los países anteriormente señalados. 

Una particularidad del sistema de Ecuador que lo diferencia de los demás países, es que bajo la definición de alimentos 
procesados a los que se aplica el etiquetado, el Reglamento incluye las bebidas alcohólicas (artículo 3), que en los demás 
países se encuentran excluidas del sistema de etiquetado. 

7 Bolivia también optó por esta vía del “sistema del semáforo” a partir de lo establecido en la Ley Nº 775, de Promoción de 
la Alimentación Saludable (2016). El artículo 16 de la ley establece el etiquetado e indica que en los alimentos y bebidas no 
alcohólicas procesadas se debe utilizar un sistema gráfico con barras de colores, de acuerdo al nivel de concentración de 
grasas saturadas, azúcar añadida y sodio. La barra de color verde indicará “BAJO EN…”, la barra de color amarillo “MEDIO 
EN…” y la barra de color rojo “MUY ALTO EN…”. Sin embargo, la falta de reglamentación de la ley en Bolivia ha dificultado su 
implementación.

http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC175772/
http://www.fao.org/faolex/results/details/fr/c/LEX-FAOC151018/
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La adopción del etiquetado frontal de advertencia nutricional de alimentos en América Latina fue impulsada por 
Chile, que se convirtió en el primero de los países de la región en promulgar una ley con estas características en 
el año 2012: la Ley Nº 20.606, sobre la Composición Nutricional de los Alimentos y su Publicidad. Sin embargo, a 
pesar de aprobarse en el 2012, la medida terminó entrando en vigor en 2016, después de realizar las necesarias 
modificaciones al Reglamento Sanitario de los Alimentos para poder aplicar las disposiciones de la ley, y el 
etiquetado frontal se aplica finalmente en Chile a los productos que sean “ALTO EN” “CALORÍAS”, “GRASAS 
SATURADAS”, “AZÚCARES” y “SODIO”.

La ley contó con una entrada en vigor gradual, en tres etapas, en cuanto a los límites máximos de nutrientes 
críticos que se fueron haciendo más exigentes hasta culminar con su completa aplicación en el 2019. La 
estrategia de implementación gradual de la norma, ofreciendo un periodo de adaptación a los actores del sistema 
para adecuarse a la nueva normativa, ha sido positiva y por ello se ha replicado en otros países, de diferentes 
maneras. En efecto, la norma chilena ha servido desde su adopción de referencia a otros países de la región para 
avanzar en esta misma dirección. En la actualidad, Argentina, Colombia, Perú, México y Uruguay también cuentan 
con este tipo de etiquetado frontal de advertencia nutricional de los alimentos, que consiste en los octógonos 
negros.

Así, en Perú el etiquetado se adoptó en el marco de la Ley Nº 30.021, de Promoción de la Alimentación Saludable 
para Niños, Niñas y Adolescentes (2013). Por medio de la regulación de las advertencias publicitarias que “en los 
alimentos y bebidas no alcohólicas con grasas trans y alto contenido de azúcar, sodio y grasas saturadas” deben 
incluir las frases, “según el caso: ‘Alto en (Sodio-azúcar-grasas saturadas): Evitar su consumo excesivo’ ‘Contiene 
grasas trans: Evitar su consumo’”. Por lo tanto, para dar cumplimiento a esta norma relativa a la publicidad, fue 
necesario establecer el etiquetado. 

Sin embargo, la implementación del etiquetado definitivo todavía está en progreso en Perú, en tanto que se 
introdujo una modificación en los instrumentos que regulan el etiquetado para permitir el uso de adhesivos 
con las advertencias publicitarias (D.S. Nº 015-2019-SA). Esta medida se tomó primero por un año, pero ha 
sido extendida hasta la actualidad. En ese sentido y de forma muy resumida, si bien el uso de adhesivos como 
etiquetado no es en sí mismo contrario al derecho internacional que regula esta materia, se concibe como una 
medida transitoria o temporal; y se sugiere avanzar hacia un sistema permanente para evitar la posibilidad de 
retirar de forma fraudulenta los adhesivos que funcionan como etiquetas a la hora de su comercialización. Esta 
práctica resulta de difícil fiscalización y puede resultar en detrimento del objetivo central del etiquetado de 
informar a los consumidores. 
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https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1041570
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC155737
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC123883/
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/337366/Decreto_Supremo_015-2019-SA.PDF
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En cuanto a México, en el año 2018 se realizó una modificación a la Ley General de Salud en materia de 
sobrepeso, obesidad y de etiquetado de alimentos y bebidas no alcohólicas; y en el año 2020 se modificó la 
Norma Oficial Mexicana NOM-051-SCFI/SSA1-2010, para poder establecer el etiquetado frontal de advertencia 
nutricional a nivel federal, optando también por los octógonos negros. Sin embargo, a diferencia de Chile y 
Perú que se refieren a “ALTO EN…”, la norma mexicana optó por la frase “EXCESO EN…” (calorías, azúcares, 
grasas saturadas, grasas trans y sodio). A mayores, cuando el producto contiene edulcorantes o cafeína se 
debe colocar una leyenda precautoria frontal en letras mayúsculas que diga “CONTIENE EDULCORANTES, NO 
RECOMENDABLE EN NIÑOS”, o “CONTIENE CAFEÍNA EVITAR EN NIÑOS”, la cual forma parte del sistema de 
etiquetado frontal. 

Uruguay adoptó la medida por medio de una modificación del Reglamento Bromatológico Nacional, a través del 
Decreto Nº 272/018, relativo al rotulado de alimentos. Así, se establece el rotulado frontal mediante octógonos 
negros indicando “EXCESO EN…” para aquellos alimentos “en cuya composición final el contenido de sodio, 
azúcares, grasas o grasas saturadas exceda los valores establecidos” en dicho decreto. Si bien la medida se 
aprobó en 2018, su entrada en vigor se postergó hasta febrero de 2021 (Decreto Nº 246/020), por lo que todavía 
en fechas de finalización de este documento (julio 2021) está empezando a funcionar el etiquetado en Uruguay.

Colombia también se sumó al conjunto creciente de países de la región que adoptaron el etiquetado frontal 
de advertencia nutricional de alimentos, mediante la Resolución Nº 810 de 2021, por la cual se establece el 
reglamento técnico sobre los requisitos de etiquetado nutricional y frontal que deben cumplir los alimentos 
envasados o empacados para consumo humanos. En esta Resolución se incluyen los sellos frontales de 
advertencia “ALTO EN…” para los “AZÚCARES AÑADIDOS”, “SAL/SODIO” y “GRASAS SATURADAS”. Si bien son 
sellos de fondo de color negro, no son octógonos, sino símbolos circulares, lo que marca una diferencia en 
relación a los otros países que cuentan con este tipo de etiquetado frontal. 

Por último, y tras varios intentos de adoptar la medida, el Congreso de la Nación Argentina aprobó el día 26 de 
octubre de 2021 la Ley Nº 27.642, de Promoción de la Alimentación Saludable, que, en su Capítulo II regula el 
etiquetado frontal de advertencia nutricional con forma de octógonos de color negro con borde y letras de color 
blanco en mayúsculas. De acuerdo con el artículo 4 de la Ley, “los alimentos y bebidas analcohólicas envasados 
en ausencia del cliente y comercializados en el territorio de la República Argentina, en cuya composición final el 
contenido de nutrientes críticos y su valor energético exceda los valores establecidos de acuerdo a la presente 
ley, deben incluir en la cara principal un sello de advertencia indeleble por cada nutriente crítico en exceso, según 
corresponda: “EXCESO EN AZÚCARES”; “EXCESO EN SODIO”; “EXCESO EN GRASAS SATURADAS”; “EXCESO EN 
GRASAS TOTALES”; “EXCESO EN CALORÍAS”.”

Además, Argentina se suma a las últimas tendencias observadas también en México de expandir el uso del 
etiquetado frontal y establece que, para los alimentos o bebidas analcohólicas que contengan edulcorantes, el 
envase debe incluir la siguiente leyenda precautoria inmediatamente por debajo de los sellos de advertencia 
“CONTIENE EDULCORANTES, NO RECOMENDABLE EN NIÑOS/AS”; y en el caso de la cafeína, la leyenda 
“CONTIENE CAFEÍNA. EVITAR EN NIÑOS/AS”.

Cabe mencionar que, a la fecha de revisión final de este documento (diciembre de 2021), países como Paraguay8 
están avanzando en la discusión legislativa del etiquetado frontal de advertencia nutricional, como parte de 
la respuesta a una de las mayores demandas de la sociedad civil organizada en materia de consumo para la 
promoción de dietas más saludables. La adopción final del etiquetado frontal daría cumplimiento también a una 
de las recomendaciones recogidas en las Directrices voluntarias (CFS, 2021). 

Para finalizar esta sección, resulta oportuno destacar la conclusión arrojada por uno de los estudios más recientes 
publicados en relación con los impactos del etiquetado frontal de advertencia nutricional en la industria de 
alimentos en Chile. El estudio concluye que “la industria de alimentos cambió positivamente sus discursos en 
cuanto a la regulación, mejoró la calidad de la oferta de alimentos, disminuyendo principalmente el contenido de 
azúcares y de sodio y utilizó la presencia de un portafolio de productos más saludables como una estrategia de 
promoción de sus productos. Adicionalmente, observamos que en términos agregados no hubo ningún impacto 
en cuanto a empleos, salarios y producción física del sector productivo de alimentos” (Corvalán et al., 2021). Por 
lo tanto, a pesar de la reticencia observada en algunos países con relación a la implementación del etiquetado 
de alimentos por parte de la industria, la evidencia de los Estados donde ya se aplica esta medida muestra una 
gran capacidad de adaptación de la industria y un impacto positivo en la mejora de la oferta de alimentos más 
saludables. 

8 En Paraguay se puede consultar el proyecto de ley “que establece la implementación del etiquetado frontal de advertencia 
conforme a su composición nutricional”, en el siguiente enlace: http://silpy.congreso.gov.py/expediente/117039. Acceso: 9 de 
abril de 2021. 

http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC192086
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC195605
https://www.impo.com.uy/bases/decretos/272-2018/1
https://www.impo.com.uy/bases/decretos/246-2020/2
https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci%C3%B3n%20No.%20810de%202021.pdf
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-27642-356607/texto
http://silpy.congreso.gov.py/expediente/117039
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Normativa mencionada en el apartado relativo al etiquetado frontal de advertencia nutricional de los alimentos

Argentina Ley Nº 27.642, de Promoción de la Alimentación Saludable 2021

Bolivia Ley Nº 775, de Promoción de la Alimentación Saludable 2016

Chile Ley Nº 20.606, sobre la Composición Nutricional de los Alimentos y su Publicidad 2012

Decreto Nº 13 - Modifica el Decreto supremo N° 977 de 1996, Reglamento Sanitario de los 
Alimentos

2015

Colombia Resolución Nº 810, por la cual se establece el reglamento técnico sobre los requisitos de 
etiquetado nutricional y frontal que deben cumplir los alimentos envasados o empacados 
para consumo humanos 

2021

Ecuador Acuerdo Nº 5103 - Reglamento Sanitario Sustitutivo de Etiquetado de Alimentos Procesa-
dos para Consumo Humano

2014

México Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de 
Salud, en materia de sobrepeso, obesidad y de etiquetado de alimentos y bebidas no 
alcohólicas

2019

Modificación a la Norma Oficial Mexicana NOM-051-SCFI/SSA1-2010, Especificaciones 
generales de etiquetado para alimentos y bebidas no alcohólicas preenvasados-Informa-
ción comercial y sanitaria, publicada el 5 de abril de 2010

2020

Perú Ley Nº 30.021, de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adoles-
centes

2013

Decreto Supremo Nº 017-2017-SA ─ Reglamento de la Ley Nº 30021, Ley de promoción 
de la alimentación saludable para niños, niñas y adolescentes

2017

Decreto Supremo Nº 012-2019-SA ─ Aprueba el Manual de Advertencias Publicitarias en 
el marco de lo establecido en la Ley Nº 30021, Ley de promoción de la alimentación salu-
dable para niños, niñas y adolescentes

2018

Decreto Supremo Nº 015-2019-SA – Modifica el Reglamento de la Ley Nº 30021, Ley de 
promoción de la alimentación saludable para niños, niñas y adolescentes, y el Manual de 
Advertencias Publicitarias

2019

Uruguay Decreto Nº 272/018 – Modificación del Reglamento Bromatológico Nacional, relativo al 
rotulado de alimentos

2018

Decreto Nº 246/020 – Modificación del Decreto 272/018, el cual modificó el Reglamento 
Bromatológico Nacional, relativo al rotulado de alimentos

2020

b.    Prohibición de publicidad de alimentos dirigida a menores 

La segunda gran medida adoptada por los países para incidir en entornos alimentarios más saludables es 
una medida que se vincula habitualmente, a nivel operativo, al etiquetado: las restricciones a la publicidad de 
alimentos con cantidades excesivas de algunos nutrientes críticos. De esta manera, en los países en los que está 
implementado el etiquetado frontal de advertencia nutricional, generalmente coinciden los alimentos sujetos a las 
restricciones de la publicidad con aquellos bajo el ámbito del etiquetado en cada país.

No obstante, una primera e importante diferencia con el etiquetado es que mientras éste se aplica a todos los 
productos alimentarios que superan los límites máximos de nutrientes críticos definidos por la normativa, con 
independencia de quien los consuma finalmente; las limitaciones a la publicidad y promoción de alimentos se 
suelen limitar a aquellos productos dirigidos a menores de edad, por considerar que deben ser sujetos de una 
protección especial. 

Como se mencionó en la sección relativa a la protección general del derecho a la alimentación adecuada, los 
niños, niñas y adolescentes por su falta de madurez física y mental deben ser objeto de medidas de protección 
y cuidados especiales por parte de los Estados que velen por lo que se conoce como el interés superior del 
niño. En la actualidad, existe evidencia sobre la relación entre la exposición a la publicidad de alimentos poco 
saludables o de bajo valor nutricional con las preferencias alimentarias de los menores y los índices de sobrepeso 
y obesidad en niños, niñas y adolescentes, así como con sus efectos a lo largo de la vida (Clark et al., 2020). Por 
lo tanto, la publicidad de alimentos no saludables afecta a los derechos a la alimentación adecuada y a la salud 
de los menores y es necesario tomar medidas para reforzar la protección de estos derechos que se reconocen 
en varios instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos, como se mencionó anteriormente. 

b

https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-27642-356607/texto
http://www.fao.org/faolex/results/details/fr/c/LEX-FAOC151018/
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1041570
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC155737
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC155737
https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci%C3%B3n%20No.%20810de%202021.pdf
https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci%C3%B3n%20No.%20810de%202021.pdf
https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci%C3%B3n%20No.%20810de%202021.pdf
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC175772/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC175772/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC192086
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC192086
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC192086
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC195605
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC195605
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC195605
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC123883/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC123883/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC171696/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC171696/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC188361
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC188361
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC188361
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/337366/Decreto_Supremo_015-2019-SA.PDF
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/337366/Decreto_Supremo_015-2019-SA.PDF
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/337366/Decreto_Supremo_015-2019-SA.PDF
https://www.impo.com.uy/bases/decretos/272-2018/1
https://www.impo.com.uy/bases/decretos/272-2018/1
https://www.impo.com.uy/bases/decretos/246-2020/2
https://www.impo.com.uy/bases/decretos/246-2020/2


24

Las limitaciones a la publicidad de alimentos, al igual que el etiquetado, se enuncian en el párrafo 13. f) de la 
Declaración de Roma sobre la Nutrición (2014) que establece que, “para mejorar la dieta y la nutrición son 
precisos marcos legislativos apropiados sobre inocuidad y calidad de los alimentos, […] y evitar la promoción y la 
publicidad inapropiadas de alimentos y bebidas no alcohólicas dirigidas a los niños, como se recomienda en la 
resolución WHA63.14”.

En esa 63ª Resolución de la Asamblea Mundial de la Salud (2010) sobre Promoción de alimentos y bebidas 
no alcohólicas dirigida a los niños se reconoce que, una parte considerable de la publicidad de productos 
alimentarios dirigida a niños es para promover alimentos no saludables y que los anuncios por la televisión 
influyen en las preferencias, las solicitudes de compra y los hábitos de consumo de los niños. Sobre esa base se 
insta a los Estados a que “elijan el enfoque normativo más idóneo para las circunstancias nacionales y formulen 
nuevas políticas o refuercen las políticas vigentes con la finalidad de reducir el efecto de la publicidad de 
alimentos ricos en grasas saturadas, ácidos grasos de tipo trans, azúcares libres o sal en los niños”.

Para ayudar a los Estados en esta tarea, la OMS ha desarrollado varios instrumentos. En particular, destacan en la 
región las Recomendaciones de la Consulta de Expertos de la Organización Panamericana de la Salud sobre la 
promoción y publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas dirigida a los niños en la Región de las Américas 
(OPS, 2011). Entre el conjunto de recomendaciones que se ofrecen, se establece claramente que el objetivo 
“debe ser reducir la exposición de los niños a la promoción de los alimentos con alto contenido de grasas, 
azúcares o sal, a fin de proteger y promover su salud” (recomendación 2). Se recomienda que “la definición de 
‘niños’ abarque a las personas menores de 16 años de edad” (recomendación 9) y, además, se añade que “esta 
política debe ejecutarse por medio de disposiciones legal” (recomendación 12). 

Esta recomendación de adoptar un enfoque jurídico para limitar la publicidad de alimentos no saludables a 
menores de edad es fundamental. Si bien hay experiencias de autorregulación en la región que pueden ser vistas 
como el primer paso para la adopción de medidas de obligatorio cumplimiento, las propias Recomendaciones 
establecen que el enfoque de estos esfuerzos ha sido limitado y “no alcanza el objetivo de reducir la exposición 
a un grado suficiente para aminorar el riesgo que supone para los niños”. Por lo tanto, los mecanismos legales 
ofrecen un marco donde es posible ejercer una vigilancia y fiscalización del cumplimiento de las obligaciones 
legales, permitiendo a los Estados cumplir de mejor manera con su obligación de garantizar y proteger de forma 
reforzada los derechos de los menores. 

Por ello, varios de los países estudiados han establecido restricciones a la publicidad de los alimentos dirigida a 
menores para proteger sus derechos fundamentales a la alimentación adecuada y a la salud, que se presentarán, 
al igual que en el apartado anterior, por orden cronológico.

En el caso de Colombia, esta es una de las materias consideradas en la Ley Nº 1.355, por medio de la cual se 
define la obesidad y las enfermedades crónicas no transmisibles asociadas a esta como una prioridad de salud 
pública y se adoptan medidas para su control, atención y prevención (2009). Sin embargo, esta ley todavía está 
pendiente de reglamentar y, por tanto, no ha sido implementada de forma efectiva. No obstante, el país sí regula 
la publicidad relativa a la lactancia materna y a los alimentos de fórmula para lactantes y complementarios de la 
leche materna en el Decreto 1.397 (1992). El decreto establece un conjunto de prohibiciones en la promoción 
comercial de alimentos de fórmula para lactantes y dicta que “la realización de actividades de publicidad y 
promoción de alimentos de fórmula para lactantes a nivel de madres, familiares, o del público en general, no está 
permitida”. 

En el caso de Ecuador, el principal instrumento jurídico que regula la publicidad de alimentos es el Reglamento 
para la Autorización y Control de la Publicidad y Promoción de Alimentos Procesados del Ministerio de Salud 
(Acuerdo Nº 40, de 2011). Este reglamento se refiere en detalle a la publicidad o propaganda de alimentos 
procesados, alimentos para lactantes y bebidas alcohólicas en su Título II (artículos 4 a 31) y establece un conjunto 
particular de prohibiciones para la publicidad de alimentos procesados. Además, se prohíbe la publicidad 
dirigida a menores de edad en los establecimientos educativos en relación con “los alimentos calificados de alto 
contenido de nutrientes que son indicadores de exceso, de acuerdo al Reglamento de Bares Escolares”.

Salvo por esta disposición, la publicidad de alimentos dirigida a menores no se encuentra regulada en Ecuador 
todavía. Sin embargo, en abril de 2020, Ecuador aprobó la Ley Orgánica de Alimentación Escolar que en 
su artículo 14 establece la posibilidad de adoptar restricciones a “la publicidad de los alimentos y bebidas 
procesadas o ultra procesadas con alto contenido en sal, azúcar y grasa, así como de aquellos que contengan 
edulcorantes”. Por lo tanto, es de esperar que la normativa de desarrollo de la ley establezca alguna limitación en 
este sentido. 

 

https://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/5180/A63_R14-sp.pdf?sequence=1&isAllowed=y
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC090333/
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2008/6547.pdf
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC100619/
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Siguiendo con Chile, la propia Ley Nº 20.606 (2012) contiene disposiciones relativas a la publicidad y promoción 
de alimentos que fueron precisadas por la Ley Nº 20.869, sobre Publicidad de los Alimentos (2015, en vigencia 
desde 2018).

La Ley Nº 20.606 prohíbe la publicidad de los alimentos etiquetados dirigida a los menores de 14 años y, como 
consecuencia de esta prohibición, se establecen una serie de restricciones concretas a la promoción y publicidad 
de alimentos dirigida a menores, como el uso de “ganchos comerciales que lleven a la atracción infantil”. La 
norma añade que “toda publicidad de alimentos efectuada por medios de comunicación masivos deberá llevar un 
mensaje […] que promueva hábitos de vida saludables” (cuyas características se determinaron en el Decreto Nº 1, 
de 2017).

Sobre esta base, la Ley Nº 20.869 añade algunos aspectos interesantes, como la limitación de la franja horaria 
en la cual se puede hacer publicidad de los productos alimentarios etiquetados. Así, “todas aquellas acciones 
de publicidad destinadas a promover el consumo de los alimentos” etiquetados, “en todos los servicios de 
televisión y de cine, sólo se podrán transmitir en dichos medios entre las 22:00 y las 6:00 horas, siempre que no 
estén dirigidas a menores de catorce años, a lo que se añaden algunas excepciones a propósito de eventos o 
espectáculos deportivos, culturales, artísticos o de beneficencia social”, cuando se cumplan ciertas condiciones. 
Finalmente, el artículo 5 agrega una prohibición de publicidad de alimentos sucedáneos de la leche materna. 

Para entender cuándo una publicidad está dirigida a menores de 14 años, el Decreto Nº 13 (de 2015, entró en 
vigor en 2016) introdujo modificaciones al Reglamento Sanitario de los Alimentos indicando los elementos o 
factores que permiten considerar que la publicidad está dirigida a menores de 14 años cuando, entre los cuales 
se puede mencionar que tenga ganchos comerciales, juegos, concursos u otros elementos similares dirigidos 
a esta población;  se realice en un medio de comunicación con una audiencia infantil mayor al 20 por ciento; o 
cuando la publicidad de los productos se realice, por ejemplo, en programas o sitios web dirigidos a los menores 
de esta edad.

En el caso de Perú, como se mencionó anteriormente, el etiquetado tuvo que desarrollarse como consecuencia 
de una limitación establecida a las advertencias publicitarias en la Ley Nº 30.021 (2013). Esta limitación se 
vincula con lo establecido para la publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas, que cuando esté dirigida a 
niños, niñas y adolescentes menores de 16 años y se difunda por cualquier soporte o medio de comunicación 
social, debe estar acorde a las políticas de promoción de la salud y cumplir con las restricciones establecidas 
legalmente. 

En este punto es posible observar una primera diferencia con la regulación sobre la publicidad dirigida a menores 
en Chile, pues en Perú se opta por elevar la protección a la exposición de publicidad a los menores 16 años, 
mientras que en Chile es para menores de 14 años. 

Para implementar lo dispuesto en la Ley, el Reglamento de aplicación de la Ley Nº 30.021 (2017) desarrolla la 
regulación de la publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas dirigida a niños, niñas y adolescentes y su 
vigilancia en su Capítulo V. Los anuncios publicitarios se analizan para saber si la publicidad se dirige a menores 
de 16 años, considerando “el lenguaje, los gráficos, los personajes, los símbolos empleados y si los anuncios se 
encuentran dirigidos preferentemente a menores de 16 años”. Para ello se tienen en cuenta una serie de factores, 
entre los cuales se encuentra “si se difunden dentro del horario familiar” (entre las 06:00 y 22:00h); “o si tienen 
como público objetivo o audiencia principal a menores de 16 años”. El detalle regulatorio de la restricción de 
la publicidad de alimentos etiquetados dirigida a menores se puede encontrar en el Manual de Advertencias 
Publicitarias. 

Por último, al igual que sucede en Chile, el Reglamento de Alimentación Infantil prohíbe la publicidad de “los 
productos reconocidos como sucedáneos de la leche materna y/o aquellos que fomenten el uso del biberón y 
tetina”.

Continuando con México se encuentran algunos intentos previos al etiquetado de 2020 para regular la 
publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas. En particular, en el año 2014 se publicaron los lineamientos, 
de cumplimiento obligatorio para los productores, comercializadores y anunciantes de alimentos y bebidas no 
alcohólicas. Estos lineamientos dan a conocer los criterios nutrimentales y de publicidad que deberán observar 
los anunciantes de alimentos y bebidas no alcohólicas para publicitar sus productos en televisión abierta y 
restringida, así como en salas de exhibición cinematográfica; y restringen la publicidad de los alimentos y bebidas 
no alcohólicas que no cumplan con los criterios nutrimentales establecidos en una franja horaria en la cual no se 
pueden publicitar (de 14:30 a 19:30 horas, lunes a viernes y de 7:00 a 19:30 sábados y domingos). 

De cualquier manera, desde la aprobación del etiquetado frontal de advertencia nutricional de alimentos en 
el 2020, todavía no se han tomado medidas en cuanto a restringir la publicidad de alimentos etiquetados 

http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC150722
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC172224
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC064898/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC132723
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dirigidos a menores de edad. Tan solo es posible identificar una limitación a la promoción dirigida a menores, 
en los alimentos con sellos cuando se establece en la modificación de 2020 a la NOM-051-SCFI/SSA1-2010 que 
“los productos preenvasados que ostenten uno o más sellos de advertencia o la leyenda de edulcorantes, no 
deben: a) incluir en la etiqueta personajes infantiles, animaciones, dibujos animados, celebridades, deportistas 
o mascotas, elementos interactivos, tales como, juegos visual – espaciales o descargas digitales, que, estando 
dirigidos a niños, inciten, promueven o fomenten el consumo, compra o elección de productos con exceso de 
nutrimentos críticos o con edulcorantes […]”. 

Sin embargo, ya se ha presentado una iniciativa de reforma y adición a la Ley General de Salud para restringir la 
publicidad de alimentos y bebidas de bajo valor nutricional, que propone prohibir este tipo de publicidad dirigida 
a niñas, niños y adolescentes, de las 14:30 a las 22:00 horas de lunes a viernes, con el objetivo de procurar el 
cuidado del interés superior de los niños, niñas y adolescentes9. Por lo tanto, se espera que esta iniciativa se 
materialice muy pronto. 

En lo que respecta a Uruguay, la incorporación del etiquetado frontal por medio de la modificación del 
Reglamento Bromatológico Nacional no se acompañó de una regulación o restricción de la publicidad de los 
alimentos etiquetados. Por lo tanto, al margen de la prohibición de la Ley Nº 19.140, de Alimentación Saludable 
en los Centros de Enseñanza (2013), a “la publicidad en los establecimientos educativos de aquellos grupos de 
alimentos y bebidas no incluidos en el listado” a elaborar por el Ministerio de Salud Pública relativo a grupos de 
alimentos y bebidas nutritivamente adecuados; la publicidad en general de los alimentos dirigida a menores en 
Uruguay no está regulada.

La Ley Nº 19.307, de Medios que regula la prestación de servicios de radio, televisión y otros servicios de 
comunicación audiovisual (2015), se refiere en el artículo 33 a los mensajes publicitarios, en general, que se dirijan 
a niños, niñas y adolescentes, estableciendo algunas limitaciones. Pero, por lo que respecta a la publicidad de 
los alimentos, solo se encuentra una cláusula general en el apartado e) que establece que se “deberá tener 
especialmente en cuenta las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud en lo que se refiere a 
publicidad de alimentos con altos contenidos de grasa, sal o azúcares”. Por consiguiente, no hay una regulación 
concreta de la publicidad de estos productos dirigida a menores, sino que tan solo una recomendación general. 

Finalmente, en lo relativo a la publicidad de los sucedáneos de la leche materna, en Uruguay se está tramitando 
actualmente un proyecto de ley que busca regular su comercialización, y, entre las medidas propuestas, 
establece la prohibición de la publicidad de estos productos10. 

Por lo que respecta a Bolivia, la Ley Nº 775, de Promoción de la Alimentación Saludable (2016), se refiere a la 
publicidad en medios de comunicación. En este caso, Bolivia opta por poner el énfasis en la promoción de la 
alimentación saludable y, en lugar de establecer restricciones, enfatiza en que “la publicidad de alimentos y 
bebidas alcohólicas dirigidas a la población, con énfasis a niñas, niños y adolescentes menores de dieciocho (18) 
años, y que se difunda por cualquier soporte o medio de comunicación social, debe promover el consumo de 
alimentos saludables y los beneficios de la actividad física acorde a las políticas establecidas por el Ministerio 
de Salud”. A continuación, el artículo se refiere a lo que esta publicidad deberá procurar y a lo que deberá evitar. 
Sin embargo, en ningún caso llega a prohibir la publicidad dirigida a menores de edad de los productos bajo el 
ámbito del etiquetado. Por lo tanto, y como esta ley no fue todavía objeto de reglamentación, se puede afirmar 
que Bolivia todavía no prohíbe la publicidad de alimentos no saludables dirigida a menores de edad. De todas 
formas, sí se establece una prohibición explícita de realizar publicidad en relación a los sucedáneos de la leche 
materna en la Ley Nº 3.460, relativa al fomento de la lactancia materna y comercialización de sus sucedáneos. 

En Argentina, la adopción del etiquetado frontal de advertencia nutricional vino acompañada en la Ley Nº 27.642, 
de Promoción de la Alimentación Saludable (2021) de la prohibición de toda forma de publicidad, promoción y 
patrocinio de alimentos y bebidas analcohólicas envasados dirigida especialmente a menores, “que contengan al 
menos un (1) sello de advertencia”. Para la publicidad de alimentos etiquetados, pero no dirigidos específicamente 
a menores, la Ley establece una serie de restricciones, tales como visibilizar los sellos de advertencia o no 
incluir elementos que inciten, promuevan o fomenten su consumo (artículo 10). No obstante, cabe recordar 
que la adopción de esta ley argentina es reciente y todavía está pendiente de ser reglamentada para que sus 
disposiciones puedan ser debidamente implementadas en el país. Por lo tanto, esta prohibición y restricciones 
genéricas que establece la ley, deberán ser concretadas por normativa secundaria de desarrollo.
9 México, Cámara de Diputados, Boletín Nº 5876, Proponen restringir en televisión la publicidad de alimentos y bebidas de bajo valor 
nutricional. La noticia se puede consultar en el siguiente enlace: https://comunicacionnoticias.diputados.gob.mx/comunicacion/index.
php/boletines/proponen-restringir-publicidad-de-alimentos-y-bebidas-de-bajo-valor-nutricional-en-television-#gsc.tab=0. Acceso: 9 
de abril de 2021. 
10 El proyecto de ley de “Promoción y protección de la lactancia materna y las mejores prácticas de alimentación de lactantes y niños 
pequeños por el que se regula la comercialización de sucedáneos de la leche materna”, está disponible para consulta en el siguiente 
enlace: https://parlamento.gub.uy/camarasycomisiones/senadores/comisiones/documentos/documentos-comisiones?Lgl_Nro=48&-
Fecha%5Bmin%5D%5Bdate%5D=15-02-2015&Fecha%5Bmax%5D%5Bdate%5D=14-02-2020&Cms_Codigo=347&Dtb_Nro=2606&ti-
poBusqueda=T&Texto=&Cuerpo=S. Acceso: 9 de abril de 2021. 

http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC154756/
https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19307-2014
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC070484/
https://parlamento.gub.uy/camarasycomisiones/senadores/comisiones/documentos/documentos-comisiones?Lgl_Nro=48&Fecha%5Bmin%5D%5Bdate%5D=15-02-2015&Fecha%5Bmax%5D%5Bdate%5D=14-02-2020&Cms_Codigo=347&Dtb_Nro=2606&tipoBusqueda=T&Texto=&Cuerpo=S
https://parlamento.gub.uy/camarasycomisiones/senadores/comisiones/documentos/documentos-comisiones?Lgl_Nro=48&Fecha%5Bmin%5D%5Bdate%5D=15-02-2015&Fecha%5Bmax%5D%5Bdate%5D=14-02-2020&Cms_Codigo=347&Dtb_Nro=2606&tipoBusqueda=T&Texto=&Cuerpo=S
https://parlamento.gub.uy/camarasycomisiones/senadores/comisiones/documentos/documentos-comisiones?Lgl_Nro=48&Fecha%5Bmin%5D%5Bdate%5D=15-02-2015&Fecha%5Bmax%5D%5Bdate%5D=14-02-2020&Cms_Codigo=347&Dtb_Nro=2606&tipoBusqueda=T&Texto=&Cuerpo=S
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En definitiva, se observa que en los países donde existe el etiquetado frontal de advertencia nutricional de los 
alimentos, es habitual encontrar también normas relativas a limitar la publicidad de alimentos etiquetados dirigida 
a los menores de cierta edad. Si bien se encuentran diferencias entre los países en cuanto a los límites de edad 
establecidos o los criterios para identificar qué publicidad se dirige a este público menor de edad, la esencia 
de las normas es la misma y busca reducir la exposición de los niños, niñas y adolescentes a la promoción de 
alimentos no saludables para prevenir su impacto en sus preferencias y patrones de consumo de alimentos 
futuros. 

Para finalizar, cabe mencionar que en la actualidad existe una especial preocupación en relación a la publicidad 
de alimentos dirigida a menores en medios digitales. Con la pandemia del COVID-19, se ha incrementado el 
tiempo y la exposición de los menores al entorno digital, por lo que todavía cobra más relevancia garantizar 
la protección de sus derechos en internet. Si bien en algunos de los países las normas analizadas se aplican 
también a este espacio digital, en cuanto se limita todo tipo de promoción de alimentos de baja calidad 
nutricional, como, por ejemplo, en el caso de Chile (artículo 7 de la Ley Nº 20.606); lo cierto es que la vigilancia y 
fiscalización efectiva que se puede realizar de la publicidad en estos espacios todavía tiene un alcance limitado. 

La regulación de la publicidad de alimentos dirigida a menores en internet se trata de una discusión compleja, 
de total actualidad, que presenta múltiples desafíos regulatorios sobre los cuales no existe un consenso. Para 
poder avanzar en la protección de los derechos a la alimentación y la salud de los niños, niñas y adolescentes en 
el entorno digital, sin limitar sus derechos a la participación e información en este mismo entorno, la OMS cuenta 
con un conjunto de recomendaciones sobre los componentes esenciales para políticas efectivas en la materia. 
Así, establece el deber de los Estados de proteger a los menores en medios digitales mediante una regulación 
legal y desarrollar mecanismos de sanción y penalización adecuados para apoyar la supervisión y cumplimiento 
efectivo de las restricciones legales. Además, su naturaleza transfronteriza aconseja que las respuestas se 
diseñen a nivel internacional (OMS, 2016a).   

Normativa mencionada en el apartado relativo a la prohibición de publicidad de alimentos dirigida a menores

Argentina Ley Nº 27.642, de Promoción de la Alimentación Saludable 2021

Bolivia Ley Nº 775, de Promoción de la Alimentación Saludable 2016

Ley Nº 3.460, de fomento a la lactancia materna y comercialización de sus sucedáneos 2006

Chile Ley Nº 20.606, sobre la Composición Nutricional de los Alimentos y su Publicidad 2012

Ley Nº 20.869, sobre Publicidad de los Alimentos 2015

Decreto Nº 1 – Determina características del mensaje que promueve hábitos de vida 
saludable contenido en la publicidad de los alimentos que indica

2017

Colombia Ley Nº 1.355, por medio de la cual se define la obesidad y las enfermedades crónicas 
no transmisibles asociadas a esta como una prioridad de salud pública y se adoptan 
medidas para su control, atención y prevención

2009

Decreto Nº 1397, por el cual se promueve la lactancia materna, se reglamenta 
la comercialización y publicidad de los alimentos de fórmula para lactantes y 
complementarios de la leche materna y se dictan otras disposiciones

1992

Ecuador Ley Orgánica de Alimentación Escolar 2020

Acuerdo Nº 40 - Reglamento para la Autorización y Control de la Publicidad y Promoción 
de Alimentos Procesados del Ministerio de Salud

2011

México Lineamientos por los que se dan a conocer los criterios nutrimentales y de publicidad 
que deberán observar los anunciantes de alimentos y bebidas no alcohólicas para 
publicitar sus productos en televisión abierta y restringida

2014

Perú Ley Nº 30.021, de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes 2013

Ley Nº 28.278, de Radio y Televisión 2004

Decreto Supremo Nº 009-2006-SA ─ Reglamento de alimentación infantil 2006

Uruguay Ley Nº 19.140, de Alimentación Saludable en los Centros de Enseñanza 2013

Ley Nº 19.307, de Medios que regula la prestación de servicios de radio, televisión y 
otros servicios de comunicación audiovisual

2015

https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-27642-356607/texto
http://www.fao.org/faolex/results/details/fr/c/LEX-FAOC151018/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC070484/
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1041570
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC150722/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC172224
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC172224
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC090333/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC090333/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC090333/
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2008/6547.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2008/6547.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2008/6547.pdf
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC194674/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC100619/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC100619/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC132723
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC132723
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC132723
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC123883/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC064898/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC154756/
https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19307-2014
https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19307-2014
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c.    Restricciones a la venta y promoción de alimentos en el entorno escolar

Las escuelas son entornos con un alto potencial para generar cambios a largo plazo.  Como espacios de 
desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes, las intervenciones sobre la alimentación y la nutrición 
basada en las escuelas tienen el potencial de promover dietas más saludables y atentas a la nutrición, que 
redunden en “la promoción de la salud y el bienestar nutricional” de los menores; a la par que impulsar hábitos de 
estilos de vida saludable desde la infancia. Por lo tanto, las escuelas “pueden desempeñar una función integral en 
la promoción de los derechos humanos, en particular, el derecho a una alimentación adecuada, el derecho a un 
nivel de salud lo más alto posible, y el derecho a la educación” (UNSCN, 2017).

En este sentido se recomiendan las intervenciones con un “enfoque sistémico y multisectorial”, en el cual se 
contemple a las escuelas como un entorno o sistema en sí mismo en el que impulsar, de forma conjunta, distintas 
vías de acción coordinada para mejorar la nutrición y combatir el sobrepeso y la obesidad en la infancia y 
adolescencia (UNSCN, 2017). Sobre la base de este enfoque, la FAO trabaja el modelo de “escuelas sostenibles” 
para promover una alimentación escolar adecuada, saludable y con productos de la agricultura familiar. Este 
modelo contempla al menos cinco componentes esenciales para su implementación, que son: la articulación 
intersectorial y la participación social, la educación alimentaria y nutricional centrada en los huertos escolares 
pedagógicos, la mejora de la infraestructura escolar, la adopción de menús adecuados, saludables y acordes a la 
cultura local y la compra directa de alimentos a la agricultura familiar local (FAO, 2021). 

Por lo tanto, si un programa integra todos estos componentes, su influencia se extenderá no solo a los 
estudiantes, sino también a otros miembros de la comunidad que se pueden convertir en agentes de cambio. 
De esta manera, las intervenciones con un enfoque integral pueden derivar en catalizadoras del “desarrollo 
comunitario, proporcionar protección social y empoderamiento económico, influir en los sistemas de producción 
agrícola para que ofrezcan alimentos diversos y nutritivos, promover hábitos alimentarios saludables para toda la 
vida y abordar los problemas básicos de salud, higiene y saneamiento que afectan al bienestar” (UNSCN, 2017).

 

Así, la mayoría de los países de América Latina y el Caribe cuentan con programas de alimentación escolar. Sin 
embargo, la existencia de estos programas no garantiza por sí misma que la alimentación que se proporciona 
en las escuelas sea saludable. Por ello, es habitual encontrar lineamientos o guías de los requerimientos 
nutricionales con los que debe cumplir la alimentación distribuida en el marco de estos programas, que 
complementan las normas a través de las cuales se crean. Este es el caso, por ejemplo, de Argentina, que 
cuenta con la Guía de Entornos Escolares Saludables: Recomendaciones para la Implementación de Políticas de 
Prevención de Sobrepeso y Obesidad en Niños, Niñas y Adolescentes en las Instituciones Educativas (Resolución 
Nº 564/2019). Sin embargo, las denominadas guías alimentarias basadas en alimentos adolecen de la limitación 
de no ser jurídicamente vinculantes, por lo que en la práctica se han visto como un instrumento orientador, pero 
no de obligatorio cumplimiento. 

No obstante, en las últimas leyes aprobadas sobre alimentación escolar en esta región, ya se puede observar 
una mayor preocupación por el aspecto de saludable dentro de los programas de alimentación escolar. Este es el 
caso, por ejemplo, de la Ley de Alimentación Escolar de Guatemala (Decreto Nº 16-2017) y la Ley de Alimentación 
Escolar de Ecuador, adoptada en 2020, que se refieren de forma transversal a lo largo de todo su articulado al 
carácter saludable e incluso definen qué se entiende por alimentación adecuada. 
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Sin embargo, y reconociendo el potencial de intervenciones alimentarias y nutricionales sobre el entorno 
educativo, en este apartado la revisión normativa se va a concentrar de forma exclusiva en las medidas que 
buscan restringir los alimentos que se pueden comercializar y promocionar dentro de los establecimientos 
educativos, al margen de los programas de alimentación escolar. 

Ecuador fue uno de los países pioneros en regular esta materia en la Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía 
Alimentaria (2009), que establece la prohibición de comercializar los “productos de bajo valor nutricional en los 
establecimientos educativos, así como la distribución y uso de éstos en programas de alimentación dirigidos 
a grupos de atención prioritaria”. Por su parte, el Reglamento de Bares Escolares del Sistema Nacional de 
Educación (Acuerdo Ministerial Nº 5, de 2014) establece que “en los bares escolares se expenderán únicamente 
alimentos procesados con concentraciones bajas y medias de grasas, azúcares y sal (sodio). Se prohíbe el 
expendio de alimentos con altas concentraciones de dichos componentes”. Por lo tanto, se entiende que la 
disposición del Reglamento está vinculada al sistema del etiquetado de semáforo implementado en Ecuador.

Posteriormente, la Ley Orgánica de Alimentación Escolar (2020) estableció en su artículo 14.f) que el Ente 
rector “podrá disponer la prohibición de expendio y publicidad de este tipo de alimentos” (se refiere a aquellos 
incluidos en un listado de alimentos y bebidas procesadas o ultra procesadas con alto contenido en sal, azúcar y 
grasa, cuyo consumo pueda ocasionar graves problemas a la salud). Sin embargo, esta reciente ley todavía está 
pendiente de ser reglamentada y, por tanto, de implementación efectiva. 

La iniciativa regulatoria de restringir la venta y promoción de alimentos en el entorno escolar también se adoptó y 
está vigente en Chile, con lo dispuesto en la Ley Nº 20.606 (2012) cuando se determinó que los alimentos sujetos 
al etiquetado de advertencia nutricional “no se podrán expender, comercializar, promocionar y publicitar dentro de 
establecimientos de educación parvularia, básica y media”. 

En Perú, la norma de referencia ya mencionada anteriormente es la Ley Nº 30.021 (2013) que se refiere a este 
aspecto desde dos perspectivas. En primer lugar, desde una perspectiva constructiva se promueven los “kioscos 
y comedores escolares saludables” en las instituciones de educación básica regular, pública y privada; y, en 
segundo lugar, desde una perspectiva restrictiva al establecer que estos kioscos y comedores escolares solo 
pueden brindar alimentos y bebidas saludables. Termina diciendo el artículo, que “los establecimientos de salud 
públicos y privados también promueven kioscos y comedores saludables”. Esto es una novedad respecto a los 
demás países, donde hasta el momento esta medida se solía limitar a las escuelas. 

Igualmente, cabe hacer una referencia a Uruguay que, si bien no cuenta con una prohibición expresa de la venta 
y promoción de alimentos no saludables en las escuelas, sí incluye al menos una recomendación en la Ley Nº 
19.140 (2013) relativa a “promover que la oferta de alimentos y bebidas en cantinas, quioscos y locales ubicados 
en el interior de los locales educativos se adecuen al listado establecido en el artículo 3º de la presente ley” 
(listado de grupos de alimentos y bebidas nutricionalmente adecuados). A día de hoy se considera que esta 
norma debe ser fortalecida para establecer una verdadera restricción y no una mera recomendación al respecto. 

Con base a las normas revisadas hasta ahora, es posible observar algunas diferencias en cuanto al nivel 
educativo al que se aplica esta medida. En el caso de Chile aplica a “establecimientos de educación parvularia, 
básica y media”; Ecuador se refiere a “instituciones educativas públicas, fiscomisionales y particulares de todos 
los niveles del Sistema Nacional de Educación del país”; mientras que Perú solo incluye a “las instituciones de 
educación básica regular”. Si bien esta es una decisión que corresponde al poder legislativo de cada país, lo 
cierto es que no se encuentran motivos para no incluir, al menos, todos los establecimientos educativos donde se 
reciban a menores de edad.  

Por su parte, México cuenta desde 2010 con un Acuerdo, actualizado en 2014, mediante el cual se establecen 
los Lineamientos generales para el expendio o distribución de alimentos y bebidas en los establecimientos de 
consumo escolar de los planteles de educación básica. Este Acuerdo se encuentra actualmente en proceso de 
modificación debido a la reciente aprobación, en el año 2020, del etiquetado frontal de advertencia nutricional en 
México, a través de la modificación de la NOM-051-SCFI/SSA1-2010, que establece que los productos que tengan 
algún sello no podrán expenderse en escuelas del Sistema Educativo Nacional.

Sin embargo, en el año 2020 se adoptaron en México dos reformas normativas muy relevantes a nivel estatal, en 
los Estados de Oaxaca y de Tabasco, que van más allá de lo tradicional y cambian el paradigma conocido hasta 
ahora sobre las prohibiciones a la venta y promoción de alimentos etiquetados en establecimientos educativos.

En primer lugar, Oaxaca aprobó el 5 de agosto de 2020 la reforma de la Ley de Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes del Estado de Oaxaca, mediante (Decreto Nº 1609) para incluir el artículo 20 bis que establece que:

https://www.controlsanitario.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2016/12/A-0514-Reglamento-de-bares-escolares-del-sistema-nacional-de-educacion.pdf
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5344984&fecha=16/05/2014
http://docs64.congresooaxaca.gob.mx/documents/legislacion_estatals/Ley+de+los+Derechos++de+las+Niñas%2C+Niños+y+Adolescentes+(Ref+dto+1672+LXIV+Legis+2+sep+2020+PO+40+6a+secc+3+oct+2020).pdf
http://docs64.congresooaxaca.gob.mx/documents/legislacion_estatals/Ley+de+los+Derechos++de+las+Niñas%2C+Niños+y+Adolescentes+(Ref+dto+1672+LXIV+Legis+2+sep+2020+PO+40+6a+secc+3+oct+2020).pdf
https://docs64.congresooaxaca.gob.mx/documents/decrets/DLXIV_1609.pdf


30

“Para la eliminación de formas de malnutrición de niñas, niños y adolescentes, se prohíben las siguientes 
actividades:

I.	 La distribución, venta, regalo y suministro a menores de edad, de bebidas azucaradas y alimentos 
envasados de alto contenido calórico en el Estado;

II.	 La distribución, venta, regalo y suministro de bebidas azucaradas y alimentos envasados de alto 
contenido calórico en instituciones educativas públicas y privadas de educación básica y media 
superior, y

III.	 La venta, distribución o exhibición de cualquiera de esos productos a través de distribuidores 
automáticos o máquinas expendedoras en instituciones educativas públicas y privadas de 
educación básica y media superior.

Las bebidas y alimentos de alto contenido calórico señalados en las fracciones anteriores, serán aquellos que 
excedan los límites máximos de azúcares, grasas saturadas, grasas trans y sodio añadidos, conforme a la Norma 
Oficial Mexicana correspondiente. […]

Los propietarios o encargados de los establecimientos en donde se vendan o suministren bebidas azucaradas y 
alimentos envasados de alto contenido calórico, en ningún caso y de ninguna forma los venderán o suministrarán 
a menores de edad, ya que de hacerlo, se harán acreedores a las sanciones administrativas previstas […].”

Por lo tanto, esta norma no limita estas restricciones de la venta a menores a los establecimientos educativos, 
sino que expande la prohibición a todos los ámbitos de “distribución, venta, regalo y suministro” de este tipo de 
alimentos y bebidas a menores de edad. 

Para el cumplimiento de la norma se adiciona un artículo transitorio cuarto en el que queda claro que las 
prohibiciones establecidas en la reforma están vinculadas a los alimentos sujetos al etiquetado frontal de 
advertencia nutricional de alimentos, recientemente adoptado en México. 

La aprobación de esta medida resultó revolucionaria por ser pionera en la lucha contra el sobrepeso y la 
obesidad infantil no solo en la región, sino que, en el mundo, y acaparó mucha atención mediática11. 

Por su parte, el Estado de Tabasco aprobó el 17 de agosto de 2020 el Decreto Nº 215 para reformar, adicionar 
y derogar diversas disposiciones de las leyes estatales de Salud, de Educación y de Hacienda Municipal, para 
prohibir la distribución y venta de bebidas azucaradas preenvasadas y carbonatadas, golosinas y alimentos 
procesados adicionados con altas cantidades de grasa, azúcares y sodio. Tabasco se convirtió así en el segundo 
Estado mexicano en fortalecer por esta vía la protección de los derechos a la salud y a una alimentación 
adecuada de los niños, niñas y adolescentes. 

Las principales modificaciones incorporadas de interés al objeto de esta sección del documento fueron las 
siguientes. En primer lugar, la reforma al artículo 87, que establece que en el Estado de Tabasco está prohibida 
“la venta, distribución, donación, dádiva y suministro de bebidas azucaradas preenvasadas, bebidas azucaradas 
carbonatadas, golosinas y alimentos preparados con predominio de carbohidratos refinados y grasas vegetales 
en su forma sólida que contengan ácidos grasos hidrogenados en su forma trans, a menores de edad” (con 
excepción de madres, padres o tutores legales). A esta prohibición general se añade en el segundo apartado “en 
escuelas de educación básica y cualquier otro establecimiento escolar público o privado que se encargue de la 
enseñanza, educación y cuidados de lactantes, preescolares, niñas, niños y adolescentes. Asimismo, en dichos 
lugares se prohíbe la instalación de máquinas expendedoras de estos productos”. En tercer lugar, esta prohibición 
se extiende a “hospitales públicos y privados, clínicas y centros de salud. Asimismo, en dichos lugares se prohíbe 
la instalación de máquinas expendedoras de estos productos”. En cuarto lugar, se prohíbe la instalación de 
máquinas expendedoras del conjunto de estas bebidas y alimentos y el artículo finaliza, al igual que en Oaxaca, 
indicando que quien incumpla estas disposiciones, queda sujeto a las sanciones que correspondan.  

A mayores, se adicionan los párrafos segundo y tercero al artículo 146-Bis, de la Ley de Hacienda Municipal del 
Estado de Tabasco. La adición establece un aumento en un 25% de la tarifa de derechos de publicidad “cuando 
el anuncio, cartel o cualquier tipo de publicidad se trate de la promoción” del conjunto de alimentos cuya venta 
se prohíbe a menores. También se añade que este tipo de publicidad debe estar ubicada, “cuando menos, fuera 
de un radio de 300 metros de escuelas de educación básica y cualquier otro establecimiento escolar público 
o privado que se encargue de la enseñanza, educación y cuidados de lactantes, preescolares, niñas, niños y 
adolescentes; así como de hospitales públicos y privados, clínicas y centros de salud”. Por lo tanto, se incrementa 

11 Véanse, por ejemplo, las siguientes noticias en la BBC: México obesity: Oaxaca bans sale of junk food to children, 6 de agosto 
de 2020. (disponible en: https://www.bbc.com/news/world-latin-america-53678747); y en The Guardian: Mexico state bans sale of 
sugary drinks and junk food to children, 6 de Agosto de 2020 (disponible en: https://www.theguardian.com/food/2020/aug/06/mexi-
co-oaxaca-sugary-drinks-junk-food-ban-children). Acceso: 11 de abril de 2021.  

https://congresotabasco.gob.mx/wp/wp-content/uploads/2021/03/Decreto-215.pdf
https://www.bbc.com/news/world-latin-america-53678747
https://www.theguardian.com/food/2020/aug/06/mexico-oaxaca-sugary-drinks-junk-food-ban-children
https://www.theguardian.com/food/2020/aug/06/mexico-oaxaca-sugary-drinks-junk-food-ban-children
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el costo de la publicidad sobre este conjunto de alimentos y se establecen mayores restricciones a la ubicación 
de su publicidad, con especial atención a las escuelas, procurando crear verdaderos entornos alimentarios 
escolares saludables. 

De esta manera el Estado de Tabasco decidió dar incluso un paso más a las prohibiciones establecidas por el 
Estado de Oaxaca, limitando no solo la venta o expendio en sentido amplio de alimentos y bebidas no saludables, 
sino también su publicidad en entornos escolares y establecimientos de salud (hospitales, clínicas y centros de 
salud). 

Por último, en su reciente Ley Nº 27.642, de Promoción de la Alimentación Saludable (2021), Argentina también 
adoptó la prohibición de promocionar y comercializar en los establecimientos educativos “los alimentos y bebidas 
analcohólicas que contengan al menos un (1) sello de advertencia o leyendas precautorias”. Esta prohibición 
aplica para todos los establecimientos educativos que conforman el nivel inicial, primario y secundario del 
Sistema Educativo Nacional (artículo 12). La ley argentina, a diferencia de lo que sucede en México, no extiende 
esta prohibición al entorno de los establecimientos educativos, pero es posible que la reglamentación que 
está pendiente de esta ley establezca alguna disposición al respecto, dada la tendencia a la expansión de esta 
medida que se puede observar en otros países.

En definitiva, estas normas sientan un precedente muy importante que puede servir de ejemplo a otros países 
en la lucha contra el sobrepeso y la obesidad infantil. La dimensión de la problemática de la malnutrición por 
exceso requiere la adopción de medidas integrales capaces de producir efectos a corto plazo y transformaciones 
estructurales a largo plazo. Las soluciones parciales ya mostraron no ser suficientes y en este sentido, tras las 
reformas adoptadas en el 2020, México se ha colocado a la vanguardia de las medidas que buscan proteger la 
salud y alimentación adecuada, fundamentalmente de la infancia, pero, al fin de cuentas, de toda la población en 
su conjunto. 

En favor de esta medida se ha pronunciado ya la Organización Mundial de la Salud, que ha instado a los Estados 
a promover una dieta saludable no solo en los centros escolares, sino en todos los establecimientos públicos 
como residencias de ancianos, comedores sociales o en los hospitales, con el fin de combatir la malnutrición por 
exceso también en adultos y reducir las ENT asociadas12.  
 

Normativa mencionada en el apartado relativo a las restricciones a la venta y promoción de alimentos en las escuelas

Argentina Ley Nº 27.642, de Promoción de la Alimentación Saludable 2021

Resolución 564/2019 - Guía de Entornos Escolares Saludables: Recomendaciones 
para la Implementación de Políticas de Prevención de Sobrepeso y Obesidad en 
Niños, Niñas y Adolescentes en las Instituciones Educativas

2019

Chile Ley Nº 20.606, sobre la Composición Nutricional de los Alimentos y su Publicidad 2012

Ecuador Ley Orgánica de Alimentación Escolar 2020

Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria 2009

Acuerdo Ministerial Nº 5 - Reglamento de Bares Escolares del Sistema Nacional de 
Educación

2014

Guatemala Decreto Nº 16-2017, Ley de Alimentación Escolar 2017

México Acuerdo mediante el cual se establecen los lineamientos generales para el 
expendio y distribución de alimentos y bebidas preparados y procesados en las 
escuelas del Sistema Educativo Nacional.

2014

Estado de Oaxaca Decreto Nº 1609 – adiciona el artículo 20 Bis a la Ley de Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes del Estado de Oaxaca

2020

Estado de Tabasco Decreto Nº 215 para reformar, adicionar y derogar diversas disposiciones de la Ley 
de Salud del Estado de Tabasco, la Ley de Educación del Estado de Tabasco, y la 
Ley de Hacienda Municipal del Estado de Tabasco, para prohibir la distribución y 
venta de bebidas azucaradas preenvasadas y carbonatadas, golosinas y alimentos 
procesados adicionados con altas cantidades de grasa, azúcares y sodio

2020

Perú Ley Nº 30.021, de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y 
Adolescentes

2013

Uruguay Ley Nº 19.140, de Alimentación Saludable en los Centros de Enseñanza 2013

12 Comunicado de prensa: La OMS insta a los gobiernos a fomentar la alimentación saludable en los establecimientos públicos, de 12 
de enero de 2021. (disponible en: https://www.who.int/es/news/item/12-01-2021-who-urges-governments-to-promote-healthy-food-in-
public-facilities). Acceso: 17 de junio de 2021. 

https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-27642-356607/texto
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https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/resolución-564-2019-321282/texto
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/resolución-564-2019-321282/texto
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1041570
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC194674/
https://www.controlsanitario.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2016/12/A-0514-Reglamento-de-bares-escolares-del-sistema-nacional-de-educacion.pdf
https://www.controlsanitario.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2016/12/A-0514-Reglamento-de-bares-escolares-del-sistema-nacional-de-educacion.pdf
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC172363/
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5344984&fecha=16/05/2014
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5344984&fecha=16/05/2014
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5344984&fecha=16/05/2014
https://docs64.congresooaxaca.gob.mx/documents/decrets/DLXIV_1609.pdf
https://docs64.congresooaxaca.gob.mx/documents/decrets/DLXIV_1609.pdf
https://congresotabasco.gob.mx/wp/wp-content/uploads/2021/03/Decreto-215.pdf
https://congresotabasco.gob.mx/wp/wp-content/uploads/2021/03/Decreto-215.pdf
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http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC123883/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC123883/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC154756/
https://www.who.int/es/news/item/12-01-2021-who-urges-governments-to-promote-healthy-food-in-public-facilities
https://www.who.int/es/news/item/12-01-2021-who-urges-governments-to-promote-healthy-food-in-public-facilities
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d.	 Impuestos al consumo de bebidas azucaradas 

El consumo de bebidas azucaradas es uno de los factores que más fuertemente incide en la condición de sobrepeso 
y obesidad, al apreciar los patrones de consumo de alimentos y bebidas actuales. Se vincula con la aparición de 
efectos de salud adversos como las ENT, principalmente la diabetes de tipo 2, las enfermedades cardiovasculares, la 
caries dental y la osteoporosis (OPS, 2021). 

Por lo tanto, las estrategias para abordar las causas de la problemática del sobrepeso y la obesidad deben 
considerar acciones para reducir el consumo de las bebidas azucaradas. Varios de los países de la región han 
adoptado una medida fiscal en los últimos años para alcanzar este objetivo. Esta consiste en incrementar los 
impuestos selectivos que gravan el consumo de bebidas azucaradas. Esta medida tiene su justificación en los 
“costos ocultos” (FAO et al., 2021) o “internalidades y externalidades negativas” (OPS, 2021) asociados a los patrones 
actuales de consumo de alimentos, fundamentalmente en su vertiente sanitaria.

Las ENT provocadas por una dieta de baja calidad, con alto consumo de bebidas azucaradas, conlleva una mayor 
presión para los sistemas sanitarios, por lo que el alza de impuestos selectivos a las bebidas azucaradas se concibe 
como una medida para compensar mínimamente el gasto en los sistemas de salud del Estado. En efecto, la propia 
FAO recomienda aplicar impuestos a los alimentos hipercalóricos y a las bebidas que tienen un valor nutricional 
mínimo, como parte de políticas complementarias para promover dietas saludables (FAO et al., 2020a).

Así, como afirma la OPS, los impuestos sobre las bebidas azucaradas pueden representar una triple ganancia 
para los Estados si se diseñan como un mecanismo o instrumento de política pública fiscal para luchar contra el 
sobrepeso y la obesidad, como parte de estrategias integrales en este sentido, ya que: “1) mejoran la salud de la 
población, 2) generan ingresos y 3) pueden reducir a largo plazo los costos de atención de salud y pérdidas de 
productividad asociados a las enfermedades no transmisibles” (OPS, 2021). 

Sin entrar a desarrollar las diferencias entre los tipos de impuestos que pueden gravar el consumo de bebidas 
azucaradas (impuestos selectivos, el impuesto sobre el valor agregado, los impuestos generales sobre las ventas 
y los aranceles a las importaciones y derechos aduaneros), cabe mencionar que los impuestos selectivos son los 
que más se adaptan a la finalidad de esta política fiscal para promover la salud, puesto que “se aplican a productos 
específicos para inducir un cambio de comportamiento y corregir las externalidades o internalidades vinculadas con 
un consumo excesivo”, incidiendo directamente en el precio relativo de los productos gravados. A su vez, estos 
impuestos selectivos se pueden aplicar como tributo específico o ad valorem, o en combinación de ambos (OPS, 
2021). 

Entre los países de la región que han adoptado medidas fiscales en este sentido, cabe destacar las experiencias de 
Chile, Ecuador, Perú y México, puesto que se considera que son los países que han hecho esfuerzos más integrales 
en esta dirección (Bergallo et al., 2018); sin desconocer que también otros países de América Latina cuentan con 
alguna medida de estas características13.  

En Chile, mediante la Ley Nº 20.780, de Reforma Tributaria que modifica el Sistema de Tributación de la Renta e 
introduce Diversos Ajustes en el Sistema Tributario (2014), se aumentó el impuesto sobre las bebidas azucaradas, 
que pasó de un 13% a un 18% en las bebidas de alto contenido de azúcar (es decir, >6,25 g de azúcar/100 ml) y se 
redujo la tasa impositiva de un 13% a un 10% en las bebidas de contenido bajo o nulo de azúcar (es decir, las de 
<6,25 g de azúcar/100 ml, incluidas todas las bebidas con edulcorantes sin azúcar). Este impuesto se conoce como 
el Impuesto Adicional a las Bebidas Azucaradas (IABA) y hay estudios que muestran sus efectos positivos en reducir 
la compra de bebidas azucaradas. 

Por ejemplo, un estudio publicado en 2018, tras cuatro años de vigencia del aumento del impuesto a las bebidas 
azucaradas, concluyó que hubo cambios significativos en las compras: una disminución del 21,6 %. en la compra 
mensual de bebidas azucaradas con impuestos más altos. Esto significa que se produjo una reducción aproximada 
de 700ml al mes por persona, desde los 3,5 litros que en promedio se consumían antes del alza impositiva. Además, 
el estudio también indica que la reducción de compra de bebidas azucaradas fue más evidente entre los grupos de 
nivel socioeconómicos más altos y medios (Nakamura et al., 2018). 

También resulta pertinente mencionar otro estudio en el que se realizó una evaluación del impacto de la Ley Nº 
20.606 sobre las compras de bebidas azucaradas. Este concluyó que las compras de bebidas con alto contenido de 
azúcares disminuyeron en los hogares en un 23.7%, en comparación con la tendencia anterior a la implementación 
de la normativa (Taillie et al., 2020). Este estudio resulta relevante porque afirma que esta es una reducción mayor 
que la lograda tan solo con el incremento de los impuestos a este tipo de bebidas altamente azucaradas. De todas 
formas, considerando que se trata de políticas de reciente implementación, sus resultados todavía están siendo 
evaluados y las investigaciones futuras deberían examinar los efectos diferenciales de cada una de las medidas que 

13 Se trata de Argentina, Bolivia, Brasil, Costa Rica, Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Uruguay 
(OPS, 2021, p. 19).
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incluye la Ley Nº 20.606, para poder identificar cuál es el impacto de cada una de ellas en este tipo de resultados 
(Taillie et al., 2020).

En cuanto a México se adoptó un decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Ley del Impuesto al Valor Agregado; de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios; de la Ley 
Federal de Derechos, se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta, y se abrogan la Ley del Impuesto Empresarial a 
Tasa Única, y la Ley del Impuesto a los Depósitos en Efectivo. El conjunto de estas modificaciones se conoció como 
la Reforma Hacendaria y entró en vigor en 2014 (OPS, 2015, p. 41). Entre las medidas incorporadas se estableció 
un impuesto especial indirecto de un (1) peso por litro a cualquier bebida no alcohólica con azúcar agregada. Esto 
representa alrededor de un 10% de aumento en el precio para el consumidor. Además, si bien no es el objeto mismo 
de este apartado, merece la pena destacar que en México se agregó un impuesto indirecto ad valorem del 8% a los 
alimentos no esenciales con alto contenido energético. 

Los estudios de impacto del impuesto a las bebidas azucaradas muestran una reducción promedio de las compras 
de un 7,6% en los primeros dos años de la adopción de la medida. Los hogares de niveles socioeconómicos más 
bajos fueron donde más disminuyó la compra de bebidas gravadas durante ambos años, con un promedio del 11,7% 
(Colchero et al., 2017). Además, México es uno de los países donde se produjo un efecto significativo de sustitución 
de las bebidas azucaradas en favor del agua (Colchero et al., 2016), lográndose, entonces, el objetivo de modificar 
patrones de consumo y avanzar hacia dietas más saludables.

Pasando a Ecuador, en el año 2016 la Ley Orgánica para el Equilibrio de las Finanzas Públicas estableció impuestos 
a las bebidas azucaradas. Así, Ecuador es el único país de la región que usa una estructura tributaria con un 
impuesto selectivo específico de 18 centavos de dólar o $0,18 por 100 g de azúcar en las bebidas con >2,5 g de 
azúcar/100 ml y un nivel menor para las de <2,5 g de azúcar/100 ml, a las que se les aplica un impuesto selectivo 
ad valorem de 10%. Por lo tanto, aplican un diseño combinado tal que algunos productos son gravados con un 
impuesto ad valorem y otros con un impuesto específico (OPS, 2021).

En Ecuador también se identificaron estudios que revelaron un impacto positivo de esta medida en la reducción del 
consumo de bebidas azucaradas. Sin embargo, se llega a la misma conclusión de que existe un comportamiento 
heterogéneo de los consumidores entre los distintos grupos de ingreso y consumo, siendo los hogares de altos 
ingresos los más receptivos a la medida. El estudio finaliza recordando que aún hay margen de mejora en este 
ámbito de las políticas públicas, ajustando el impuesto a las recomendaciones internacionales (Segovia et al., 
2020). En este sentido, la OMS recomienda que los impuestos a las bebidas azucaradas deberían aumentarse en 
un 20% para tener efectos significativos en la salud como consecuencia de la reducción del consumo de bebidas 
azucaradas (OMS, 2016b). 

Por su parte, Perú también aumentó el impuesto a las bebidas azucaradas en 2018 a través de la modificación 
introducida por el Decreto Supremo N° 091-2018-EF del Ministerio de Economía y Finanzas, a la Ley del Impuesto 
General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo. La modificación consistió en un incremento de la tasa del 
Impuesto Selectivo al Consumo (ISC) de las bebidas azucaradas en dos niveles, en función de la concentración de 
azúcar, por encima del 12% que se aplica como ISC al resto de bebidas. El incremento en el impuesto hace que a 
unas bebidas se les aplica un impuesto mayor que asciende al 17% y a otras uno todavía más alto que asciende 
al 25%, esto según se incrementa la concentración de azúcares. De esta manera, en Perú existe una estructura 
tributaria con tres tasas impositivas diferentes del impuesto selectivo ad valorem (25%, 17% y 12%) definidas según 
los umbrales de concentración de azúcar (respectivamente: 6 g de azúcar/100 ml, 0,5 g–6 g y <0,5 g de azúcar/100 
ml). Se trata de un impuesto ad valorem escalonado por contenido de azúcar (OPS, 2021). 

Considerando que la reforma entró en vigor de forma muy reciente, todavía no se han podido identificar estudios 
sobre sus impactos. Sin embargo, sobre la hipótesis de su potencial eficacia, se ha querido avanzar un paso más  
y, por ello, Perú ya cuenta con un proyecto de ley para incorporar dentro del ámbito de aplicación del Impuesto 
Selectivo de Consumo a los alimentos procesados sólidos con alto contenido de sodio, azúcares y grasas 
saturadas14. 

Por lo tanto, con carácter general, los impuestos a las bebidas azucaradas han logrado reducir su consumo y ya 
existe suficiente evidencia para demostrar que son medidas costo-efectivas (World Bank, 2020). No obstante, 
los estudios y resultados obtenidos hasta la fecha sugieren que las futuras medidas de impuestos a las bebidas 
azucaradas han de considerar los niveles de referencia de consumo de varias bebidas, estratificadas por ingreso, 
así como las elasticidades precio de la demanda, para orientar la definición de los productos cubiertos (Popkin y Ng, 
2021). Además, se considera que, para maximizar el potencial de estas medidas y sus efectos sobre la salud de las 
personas, deben extenderse también a los alimentos con altos o excesivos contenidos de nutrientes críticos, sujetos 
al etiquetado frontal de advertencia nutricional, en aquellos países donde se ha implementado esta medida. 

14 El proyecto de Ley Nº 5635/2020-CR que modifica la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo 
aprobado por Decreto Supremo Nº 055-99-EF está disponible para consulta en el siguiente enlace: 
https://leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Proyectos_de_Ley_y_de_Resoluciones_Legislativas/PL05635-20200625.
pdf. Acceso: 12 de abril de 2021. 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5325371&fecha=11/12/2013
https://www.asambleanacional.gob.ec/es/leyes-aprobadas?leyes-aprobadas=485&title=Ley%20Orgánica&fecha=&page=1
https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/modifican-el-literal-a-del-nuevo-apendice-iv-del-texto-unico-decreto-supremo-n-091-2018-ef-1646369-2/
https://leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Proyectos_de_Ley_y_de_Resoluciones_Legislativas/PL05635-20200625.pdf
https://leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Proyectos_de_Ley_y_de_Resoluciones_Legislativas/PL05635-20200625.pdf


34

Por otra parte, estos impuestos al consumo inciden sobre la asequibilidad, el cual es un componente mayor de 
las dietas. En este sentido, para avanzar hacia dietas más saludables no parece ser suficiente simplemente con 
aumentar el gravamen de los alimentos y bebidas de bajo perfil nutricional. Por el contrario, se debe abordar la 
problemática del acceso económico a alimentos más saludables, porque “la gente generalmente come lo que 
puede permitirse pagar” (FAO y OMS, 2020). Resulta así evidente que, al aumentar los precios de los productos de 
bajo perfil nutricional, no se produce automáticamente una disminución del precio de los alimentos que componen 
una dieta más saludable.

De acuerdo a la FAO, se estima que el alto costo de las dietas saludables las hace inasequibles para 3 000 
millones de personas en el mundo. En cuanto a América Latina y el Caribe, se observa un incremento en la 
cantidad de personas que no pueden acceder a dietas saludables, alcanzando los 113 millones de personas 
en 2019 (FAO et al., 2021). En promedio, las dietas saludables son un 60% más caras que “las dietas que solo 
satisfacen las necesidades de nutrientes esenciales y casi cinco veces más que las dietas que solo satisfacen las 
necesidades de energía alimentaria mediante un alimento amiláceo”. Así, se habla de los costos “prohibitivos” 
de las dietas saludables para gran parte de la población mundial (FAO et al., 2020a). Por ello, la FAO propone un 
conjunto de “opciones de políticas para reducir el costo de los alimentos nutritivos y fomentar la asequibilidad 
de las dietas saludables con políticas complementarias que promuevan este tipo de dietas”, entre las cuales 
se encuentra otra medida fiscal esencial que es la de evitar los impuestos a los alimentos nutritivos (FAO et al., 
2020a).

Sobre esta base, la urgencia de tomar medidas en relación con la asequibilidad de los alimentos saludables 
es todavía mayor en la actual crisis sanitaria, económica y social, consecuencia de la pandemia del COVID-19. 
Entre las medidas recomendadas de forma conjunta por la CEPAL y la FAO cabe destacar las medidas fiscales 
que garanticen la asequibilidad de los alimentos saludables; exonerar de impuestos también a los alimentos de 
la canasta básica; potenciar el rol de los sistemas de protección social con un enfoque de nutrición; ampliar las 
subvenciones para alimentos saludables; y establecer mecanismos para regular las fluctuaciones en los precios 
de los alimentos durante las crisis, mediante la fijación de precios máximos o una lista de bienes de precio fijo 
(FAO y CEPAL, 2020b). 

Para concluir esta sección, cabe mencionar que, de acuerdo con la FAO, las medidas que promueven dietas más 
saludables mediante la regulación de la publicidad, el etiquetado frontal y las políticas fiscales son aquellas que 
presentan un mayor costo-efectividad a nivel del consumo (FAO et al., 2020b). Por lo tanto, estas medidas, de las 
cuales ya se están empezando a observar sus primeros efectos, deben seguir promoviéndose y fortaleciéndose. 
Por último, si bien en esta sección se revisaron algunas de las principales intervenciones normativas ya adoptadas 
por los Estados, se advierte que la cantidad de factores que inciden en el fin de lograr entornos alimentarios más 
saludables es inabarcable en el presente documento.  

Normativa mencionada en el apartado relativo a los impuestos al consumo de bebidas azucaradas

Chile Ley Nº 20.780, de Reforma Tributaria que modifica el Sistema de Tributación de la Renta e 
introduce Diversos Ajustes en el Sistema Tributario

2014

Ecuador Ley Orgánica para el Equilibrio de las Finanzas Públicas 2016

México Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado; de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios; de 
la Ley Federal de Derechos, se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta, y se abrogan la Ley 
del Impuesto Empresarial a Tasa Única, y la Ley del Impuesto a los Depósitos en Efectivo 

2014

Perú Decreto Supremo N° 091-2018-EF - Modifican el Literal A del Nuevo Apéndice IV del Texto Úni-
co Ordenado de la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo

2018

 

Intervenciones normativas sobre el comportamiento 
de los consumidores
El tercer gran componente que configura los sistemas alimentarios a nivel conceptual es el “comportamiento de 
los consumidores, que refleja [sus] elecciones y decisiones, tanto en el hogar como a título particular, sobre los 
alimentos que se adquieren, almacenan, preparan, cocinan y consumen y sobre la distribución de los alimentos 
en la familia”. Por lo tanto, se ve influido por “las preferencias personales determinadas por una variedad de 
factores interpersonales y personales que incluyen, entre otros, sabor, conveniencia, valores, tradiciones, cultura y 
creencias” (HLPE, 2017).

https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1067194
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1067194
https://www.asambleanacional.gob.ec/es/leyes-aprobadas?leyes-aprobadas=485&title=Ley%20Orgánica&fecha=&page=1
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5325371&fecha=11/12/2013
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5325371&fecha=11/12/2013
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5325371&fecha=11/12/2013
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5325371&fecha=11/12/2013
https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/modifican-el-literal-a-del-nuevo-apendice-iv-del-texto-unico-decreto-supremo-n-091-2018-ef-1646369-2/
https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/modifican-el-literal-a-del-nuevo-apendice-iv-del-texto-unico-decreto-supremo-n-091-2018-ef-1646369-2/
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Sin embargo, la interdependencia e interrelación de todos los elementos, actividades y actores de los sistemas 
alimentarios, hace que el comportamiento de los consumidores no se pueda entender de forma independiente 
del entorno alimentario existente. A nivel normativo, resulta más complejo identificar intervenciones que inciden 
sobre el comportamiento de los consumidores de forma directa, por tratarse de una decisión personal. Por el 
contrario, lo habitual es encontrar normativa que, al incidir en el entorno alimentario, busca indirectamente afectar 
el comportamiento alimentario de los consumidores.  

a.	 Educación alimentaria y nutricional

En particular, las medidas enfocadas en lograr este efecto son las que se refieren a la educación alimentaria 
y nutricional, puesto que buscan que las personas, a la hora de decidir en un entorno alimentario dado, sean 
capaces de valerse de la información disponible para tomar una decisión más fundamentada y atenta a la 
nutrición. Sin educación alimentaria y nutricional que permita a las personas interpretar correctamente la 
información que se les ofrece, son reducidas las posibilidades de éxito de cualquiera de las medidas antes 
mencionadas. Por lo tanto, la educación es clave para que los consumidores decidan optar, en última instancia 
y con todos los elementos dados, por una dieta más saludable y sostenible, como también lo determinan las 
Directrices voluntarias recientemente adoptadas sobre los sistemas alimentarios y la nutrición (CFS, 2021). 

En este sentido se puede hacer una distinción entre la educación formal que se imparte en instituciones 
educativas, y las iniciativas de educación dirigidas a toda la población, tanto por el Estado, como de manera 
informal por las organizaciones de la sociedad civil. Las referencias normativas a la educación alimentaria y 
nutricional se encuentran habitualmente en las mismas normas que se refieren a los entornos escolares, como 
parte de la promoción de una alimentación y hábitos de vida en general más saludables. Las otras iniciativas, 
si bien no alcanzan a ser programas de educación en sentido estricto, suelen tomar la forma de campañas de 
sensibilización general de la población, sobre la importancia de una alimentación saludable, las cuales tienen 
el potencial de ofrecer mayores herramientas e información para decidir en favor de dietas más saludables. Sin 
embargo, existe poca evidencia de la efectividad de este tipo de campañas de sensibilización nutricional, que 
además son muy costosas (FAO et al., 2020b). 

a

©
 F

A
O

/S
er

gi
o 

A
m

ar
al



36

En relación con las iniciativas de educación alimentaria y nutricional dirigidas claramente a los menores en 
edad escolar, tienen el potencial de “alentar hábitos alimentarios saludables y otros comportamientos positivos 
relacionados con la nutrición” desde edades tempranas (UNSCN, 2017). Para lograr ese objetivo, la FAO 
promueve, en el marco de su modelo de escuelas sostenibles, ejecutar las acciones de educación alimentaria y 
nutricional a partir del establecimiento de “huertos escolares pedagógicos” en los que se involucren a los demás 
actores del sistema escolar (FAO, 2021). 

Entre los países estudiados en este documento que cuentan con medidas relativas a la educación alimentaria 
y nutricional en el ámbito educativo está Bolivia. La Ley Nº 144, de la revolución productiva comunitaria 
agropecuaria (2011), estableció primeramente que se debía “insertar en la currícula escolar, la educación 
alimentaria nutricional, la importancia del consumo preferente de productos de origen nacional, sanos, nutritivos 
y culturalmente apropiados”. Posteriormente la Ley Nº 622, de Alimentación Escolar en el marco de la Soberanía 
Alimentaria y la Economía Plural (2014), reitera esta responsabilidad del Estado. En Chile, la Ley Nº 20.606 (2012) 
dicta que “los establecimientos de educación parvularia, básica y media del país deberán incluir […] actividades 
didácticas y físicas que contribuyan a desarrollar hábitos de una alimentación saludable y adviertan sobre los 
efectos nocivos” para la salud de una dieta excesiva en productos sujetos al etiquetado. De esta manera, las 
disposiciones mencionadas concretan la incorporación de la educación alimentaria y nutricional de manera 
específica en el entorno escolar.

Por otra parte, también es posible identificar iniciativas de educación alimentaria y nutricional dirigidas a la 
población en general. En Argentina, la Ley Nº 25.724, que crea el Programa Nacional de Nutrición y Alimentación 
(2003), establece precisamente que una de las funciones de la Comisión Nacional de Nutrición y Alimentación 
es “implementar un Programa de educación alimentaria nutricional […] para estimular el desarrollo de conductas 
permanentes que permitan a la población decidir sobre una alimentación saludable”. En Colombia, la Ley Nº 1.355 
(2009) estableció en que se deberán realizar “actividades educativas y acciones que propendan por ambientes 
saludables dirigidos a promover la alimentación balanceada y saludable de la población colombiana en especial 
de niños y adolescentes, haciendo énfasis en la generación de ambientes saludables”. Para ello se divulgarán 
“material didáctico informativo y educativo, que incluya explicación sobre los contenidos nutricionales de los 
productos alimenticios y sus implicaciones en la salud, esto para un mejor y amplio conocimiento por parte de los 
consumidores”.

Finalmente, en algunos países se encuentran ambos tipos de iniciativas combinadas en las mismas normas 
centradas en la promoción de la alimentación saludable. Este es el caso de Ecuador, donde la Ley Orgánica 
del Régimen de la Soberanía Alimentaria (2009) se refiere tanto a programas de educación nutricional de forma 
general, como a la incorporación en los programas de educación básica de “contenidos relacionados con la 
calidad nutricional, para fomentar el consumo equilibrado de alimentos sanos y nutritivos”, obligación que se 
recuerda en la Ley Orgánica de Alimentación Escolar del país. En Perú, la Ley Nº 30.021 (2013), establece tanto la 
incorporación en “el diseño curricular nacional de la educación básica regular y de la educación no escolarizada, 
programas de promoción de hábitos alimentarios que contribuyan a mejorar los niveles de nutrición”; como la 
realización de “campañas y charlas informativas para promover la alimentación saludable y mejorar los hábitos 
alimentarios de la población, dirigidas especialmente a los alumnos y padres de familia”; así como la promoción 
de la alimentación saludable “en medios de comunicación masiva”. Uruguay también podría considerarse en 
este grupo dado que la Ley Nº 19.140 (2013), se refiere a que se “incluirá en el sistema educativo el tema de 
los hábitos alimenticios saludables y estimulará el consumo de agua potable y la realización de actividades 
físicas contrarias al sedentarismo, a la vez que establece que se llevarán adelante campañas de información 
destinadas tanto a educar a la población general sobre las ENT, como a promocionar hábitos de vida saludables”. 
Asimismo, en Argentina la Ley Nº 27.642 (2021) se refiere a la inclusión de los contenidos mínimos de educación 
alimentaria nutricional en los establecimientos educativos, “con el objeto de contribuir al desarrollo de hábitos de 
alimentación saludable y advertir sobre los efectos nocivos de la alimentación inadecuada” (artículo 11). Además, la 
ley atribuye a la autoridad de aplicación de la ley la facultad de promover el consumo de alimentos saludables y 
difundir su importancia, así como las consecuencias dañosas de la malnutrición (artículo 14).

Por supuesto, estas disposiciones normativas se ven complementadas con planes, políticas y programas que 
desarrollan las iniciativas de educación alimentaria y nutricional. En el caso de Chile, por ejemplo, resulta 
interesante destacar una de las acciones emprendidas por el Ministerio de Salud en este sentido, la cual se 
denomina los “Parlamentos Escolares Saludables”, como una oportunidad para potenciar la participación de las 
personas en edad escolar en temas de alimentación y nutrición15.

Por último, si bien no tienen un carácter jurídicamente vinculante, cabe destacar a las guías alimentarias basadas 
en alimentos como parte de las estrategias integrales necesarias para impactar en un cambio de patrones de 

15 Para más información sobre esta iniciativa se puede consultar el siguiente enlace: https://www.minsal.cl/cerca-de-2-mil-estudian-
tes-del-pais-entregaran-sus-propuestas-para-construir-entornos-escolares-mas-saludables/. Acceso: 10 de abril de 2021.  

http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC120110
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC141354/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC036923
https://www.minsal.cl/cerca-de-2-mil-estudiantes-del-pais-entregaran-sus-propuestas-para-construir-entornos-escolares-mas-saludables/
https://www.minsal.cl/cerca-de-2-mil-estudiantes-del-pais-entregaran-sus-propuestas-para-construir-entornos-escolares-mas-saludables/
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consumo de alimentos en favor de dietas más saludables. Las guías alimentarias se entienden como “la expresión 
de principios de educación nutricional en forma de alimentos cuyo propósito es educar a la población y guiar las 
políticas nacionales de alimentación y nutrición, así como a la industria de alimentos” (FAO, 2014b). En este sentido, 
las guías alimentarias se configuran como un componente clave para la formulación de una política alimentaria 
y nutricional coherente, al ofrecer una directriz clara ajustada a la realidad nacional de la dieta a seguir “para 
mantener una buena salud nutricional” (González y Garnett, 2018). Estas guías sirven, además, “de base en los 
programas de educación alimentaria y nutricional para unificar los mensajes que recibe la población” (FAO, 2014b).

En la región de América Latina y el Caribe, las guías alimentarias se han convertido en una importante herramienta 
para promover dietas saludables a la par que combatir el sobrepeso y la obesidad. Esto explica que en el año 
2020 se hayan contado 25 países de la región con guías alimentarias oficiales16. Además, se observa un interés 
creciente por la elaboración de guías alimentarias donde se consideren tanto los objetivos en materia de salud 
como de medioambiente y ya se empieza a emplear el término de “guías alimentarias saludables y sostenibles” 
para hacer referencia a esa tendencia (González y Garnett, 2018). 

b.	 Pertinencia cultural de los alimentos

En otro orden de ideas, un factor que ejerce importante influencia sobre las decisiones o patrones de consumo 
de alimentos es la cultura, tanto la cultura de los pueblos a los que se pertenece, como la cultura personal 
o individual de cada persona. En efecto, la pertinencia cultural de los alimentos es uno de los elementos del 
componente de la adecuación del derecho humano a la alimentación. De esta manera, la alimentación debe 
ser pertinente a nivel cultural para quien la consume, por ello son importantes también las medidas dirigidas a 
preservar los conocimientos y tradiciones culinarias de cada pueblo. Esto cobra todavía más importancia, si cabe, 
cuando se habla de pueblos indígenas o tribales. 

A nivel normativo se han identificado algunos esfuerzos interesantes por preservar estos conocimientos y 
prácticas culinarias tradicionales, arraigadas en la identidad de cada pueblo. Por ejemplo, en Ecuador, la 
Ley Orgánica de Salud dicta que “el Estado establecerá una política intersectorial de seguridad alimentaria y 
nutricional, que […] respete y fomente los conocimientos y prácticas alimentarias tradicionales, así como el uso y 
consumo de productos y alimentos propios de cada región […]”. Igualmente, Bolivia se refiere de forma transversal 
a la necesidad de que los alimentos sean culturalmente apropiados en su Ley Nº 622, de Alimentación Escolar 
en el marco de la Soberanía Alimentaria y la Economía Plural (2014). Otro caso relevante es el de Perú, donde 
el Reglamento de aplicación de la Ley Nº 30.021 (2017) se refiere al componente intercultural en la educación 
nutricional, lo que implica que se deberá tomar en cuenta “la cultura alimentaria regional y local, promoviendo la 
conservación de la agrobiodiversidad y las herramientas para evitar la depredación de los recursos naturales”. 

16 Los 25 países de la región de América Latina y el Caribe que cuentan con guías alimentarias oficiales a son: Bolivia, El 
Salvador, Guatemala, Guyana, Honduras, Belice, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica, República Dominicana, Granada, 
Panamá, Paraguay, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas, Barbados, Chile, Saint 
Kitts y Nevis, Uruguay y Venezuela (González y Garnett, 2018). 
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Por último, y a pesar de no tener carácter jurídico stricto sensu, merece la pena destacar la iniciativa del Ministerio 
de Cultura de Colombia, de elaborar una Política para el conocimiento, la salvaguardia y el fomento de la 
alimentación y las cocinas tradicionales de Colombia (2013), donde se ponen en valor los conocimientos de la 
cocina tradicional, como patrimonio cultural inmaterial del país.

Precisamente, las Directrices voluntarias también se refieren a la importancia de estimular los conocimientos 
y la cultura gastronómica local, así como la consideración de los alimentos en el patrimonio cultural de las 
comunidades. Esto cobra particular relevancia en relación a los pueblos indígenas y comunidades locales, 
cuyas tradiciones locales, costumbres ancestrales y métodos de producción sostenible de alimentos deben ser 
protegidos y promovidos; especialmente aquellos “que tengan beneficios nutricionales y ambientales, promuevan 
la inocuidad alimentaria y mejoren los medios de vida y las condiciones sociales” (CFS, 2021).

Antes de finalizar con este apartado relativo al comportamiento de los consumidores, cabe indicar que, incluso 
ciertas acciones que pudieran parecer dependientes de una mera decisión personal en favor de hábitos de 
vida y alimentarios más saludables, están, en realidad, afectadas por el entorno. Esto se aprecia claramente, por 
ejemplo, con el deporte o la actividad física. Así, si bien la práctica depende en cierta medida de la voluntad 
individual, en el fondo esta decisión depende de múltiples variantes, como la existencia o no de infraestructuras 
adecuadas para su práctica, la disponibilidad del tiempo, hasta la seguridad del entorno para su práctica al aire 
libre, entre otros. Lo mismo sucede con las decisiones sobre la alimentación de cada persona.

En definitiva, son muchos los factores que afectan la decisión final de los consumidores sobre qué alimentos 
adquirir y consumir. Las posibilidades normativas de incidir en esa decisión son normalmente indirectas, a través 
de modificaciones de los entornos alimentarios, que faciliten la decisión en favor de opciones más saludables, 
a partir de las condiciones previamente dadas en el entorno. En efecto, si bien la educación alimentaria y 
nutricional puede producir cambios en el comportamiento de los consumidores, estos comportamientos se 
ven indiscutiblemente influidos por condicionantes sociales, económicos, culturales y ambientales de los otros 
elementos de los sistemas alimentarios. 

NORMATIVA MENCIONADA EN LA SECCIÓN RELATIVA AL COMPORTAMIENTO DE LOS CONSUMIDORES 

Educación alimentaria y nutricional

Argentina  Ley Nº 27.642, de Promoción de la Alimentación Saludable 2021

Ley Nº 25.724, que crea el Programa Nacional de Nutrición y Alimentación 2003

Bolivia Ley Nº 144, de la revolución productiva comunitaria agropecuaria 2011

Ley Nº 622, de alimentación escolar en el marco de la soberanía alimentaria y la economía 
plural

2014

Chile Ley Nº 20.606, sobre la Composición Nutricional de los Alimentos y su Publicidad 2012

Colombia Ley Nº 1.355, por medio de la cual se define la obesidad y las enfermedades crónicas no 
transmisibles asociadas a esta como una prioridad de salud pública y se adoptan medidas 
para su control, atención y prevención

2009

Ecuador Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria 2009

Perú Ley Nº 30.021, de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y 
Adolescentes

2013

Uruguay Ley Nº 19.140, de Alimentación Saludable en los Centros de Enseñanza 2013

Pertinencia cultural de los alimentos

Bolivia Ley Nº 622, de alimentación escolar en el marco de la soberanía alimentaria y la economía 
plural

2014

Colombia Política para el conocimiento, la salvaguardia y el fomento de la alimentación y las cocinas 
tradicionales de Colombia

2013

Ecuador Ley Orgánica de Salud 2006

Perú Ley Nº 30.021, de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adolescen-
tes

2013

El problema creciente de la malnutrición en todas sus formas, agudizado en los últimos años por los impactos de 
la pandemia del COVID-19, exige que se tomen medidas urgentes para transitar hacia sistemas alimentarios más 
sostenibles y atentos a la nutrición, capaces de asegurar el acceso a dietas más saludables para todas las personas. 
Solo mediante la adopción de las transformaciones necesarias que aborden las causas estructurales de todas las 
formas de la malnutrición se podrá garantizar una alimentación adecuada no solo a las generaciones presentes, sino 
también a las generaciones futuras. 

https://www.mincultura.gov.co/ministerio/politicas-culturales/Política%20de%20las%20cocinas%20tradicionales%20de%20Colombia/Documents/política-julio%205%202013%20BBCC-%20final%20imprenta.pdf
https://www.mincultura.gov.co/ministerio/politicas-culturales/Política%20de%20las%20cocinas%20tradicionales%20de%20Colombia/Documents/política-julio%205%202013%20BBCC-%20final%20imprenta.pdf
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-27642-356607/texto
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC036923
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC120110
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC141354/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC141354/
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1041570
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC090333/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC090333/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC090333/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC123883/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC123883/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC154756/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC141354/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC141354/
https://www.mincultura.gov.co/ministerio/politicas-culturales/Política%20de%20las%20cocinas%20tradicionales%20de%20Colombia/Documents/política-julio%205%202013%20BBCC-%20final%20imprenta.pdf
https://www.mincultura.gov.co/ministerio/politicas-culturales/Política%20de%20las%20cocinas%20tradicionales%20de%20Colombia/Documents/política-julio%205%202013%20BBCC-%20final%20imprenta.pdf
https://www.salud.gob.ec/wp-content/uploads/2017/03/LEY-ORGÁNICA-DE-SALUD4.pdf
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC123883/
http://www.fao.org/faolex/results/details/es/c/LEX-FAOC123883/
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Tomando la perspectiva de los sistemas alimentarios como contexto que permite tener una mirada integral 
de la problemática tratada, se debe otorgar prioridad al derecho humano a la alimentación adecuada como el 
marco jurídico esencial para emprender los cambios normativos oportunos que permitan alcanzar los objetivos 
relacionados con la seguridad alimentaria y nutricional. Por lo tanto, el derecho a la alimentación adecuada dota 
de coherencia a la diversidad de iniciativas normativas analizadas a lo largo de este documento que, a pesar de 
su fragmentación y disparidad, tienen en común que inciden y afectan sobre aspectos de este derecho humano, 
en particular, la nutrición, y condicionan la posibilidad de su realización efectiva. Es entonces el derecho a la 
alimentación como marco analítico, el que permite apreciar la coherencia requerida entre las diversas iniciativas 
regulatorias revisadas. 

La segunda conclusión se deriva necesariamente de la anterior y es que ninguna de las medidas normativas 
revisadas en este documento es suficiente por sí misma para lograr las transformaciones necesarias de los sistemas 
alimentarios que garanticen el derecho a la alimentación adecuada para todas las personas. Por el contrario, es 
indispensable incorporar una mirada programática del sistema alimentario en su conjunto sobre la cual adoptar 
medidas y acciones que, aunque de diversa naturaleza, estén articuladas entre sí. Solo así, al comprender las 
interconexiones e interrelaciones que se producen entre los diferentes elementos, actividades y actores de 
los sistemas alimentarios, se podrán abordar los problemas estructurales que obstaculizan la disponibilidad, 
accesibilidad, estabilidad, sostenibilidad y adecuación del derecho a la alimentación adecuada. 

Por este motivo, si bien el documento se enfoca en las iniciativas regulatorias que buscan incidir sobre los entornos 
alimentarios, desde una mirada conceptual, se reconoce que, para mejorar el componente de la nutrición de la 
alimentación, son igualmente esenciales las iniciativas que se centran en la cadena de suministro de alimentos 
y en el comportamiento de los consumidores. Además, si bien esta es una distinción conceptual sobre la cual 
estructurar el análisis, lo cierto es que, en la práctica, las intervenciones son dinámicas y no aparecen de forma tan 
compartimentada. Por otra parte, se reconoce que las medidas de carácter regulatorio tienen el potencial de apoyar 
transformaciones a largo plazo; sin embargo, no se pueden desconocer otros instrumentos y mecanismos, como 
las políticas públicas y los esfuerzos programáticos con asignaciones presupuestarias concretas como herramientas 
que complementan y fortalecen la eficacia de las medidas regulatorias.

En este sentido, queda evidenciado que, para lograr el objetivo de promover dietas más saludables y atentas a 
la nutrición, resulta necesario el esfuerzo coordinado de todos los actores relevantes y no solo de los gobiernos. 
En particular, los socios estratégicos de la FAO en el mundo parlamentario representados a través de los Frentes 
Parlamentarios contra el Hambre de América Latina y el Caribe han impulsado varias de las iniciativas revisadas en 
este documento en cada uno de sus países. Igualmente, la sociedad civil organizada es un actor clave en levantar 
demandas de mejoras normativas para respaldar elecciones alimentarias más saludables, nutritivas y sostenibles; 
y la academia, articulada en esta región en torno al Observatorio del Derecho a la Alimentación, cumple un rol 
fundamental en la generación de evidencia que permite formular mejores políticas públicas e iniciativas regulatorias. 
Por su parte, también el sector privado puede ser un agente de cambio y parte de la solución, cumpliendo con 
la legislación e impulsando la autorregulación en aquellos casos donde todavía no se haya avanzado a nivel 
normativo.

De esta manera, los esfuerzos realizados hasta el momento a través de las iniciativas regulatorias estudiadas en 
el documento son alentadores, pero en ningún caso suficientes. A mayores, cada vez se presentan de forma más 
interrelacionada los aspectos de salud, medioambientales y socioeconómicos de la alimentación. Es necesario 
hacerse cargo de esta triple dimensión de la alimentación para generar cambios sostenibles y medidas normativas 
más acordes a las necesidades alimentarias globales. En este sentido, las recientemente aprobadas Directrices 
voluntarias sobre los sistemas alimentarios y la nutrición establecen las principales líneas de acción y áreas de 
intervención donde es necesario tomar medidas. Por lo tanto, cabe esperar que las Directrices voluntarias faciliten la 
pronta adopción de medidas a nivel nacional para lograr dietas saludables.

Para ello, resulta necesario reforzar el compromiso global de los Estados y de todos los demás actores, en favor de 
una transición hacia sistemas alimentarios más sostenibles, resilientes e inclusivos. Esto deberá contribuir al acceso 
a dietas más saludables y, de esa manera, a la realización del derecho a una alimentación adecuada para todas 
las personas. Asimismo, esta transformación deberá ser sostenible en el tiempo y, por ende, no poner en riesgo la 
realización de este derecho humano para las generaciones futuras.  
 
En esta línea, los acuerdos alcanzados en la Cumbre sobre los Sistemas Alimentarios en septiembre de 2021 
impulsan un nuevo marco de acción coordinada para realizar, sobre la base de los contextos nacionales específicos, 
cambios estructurales en los sistemas alimentarios, en beneficio de la humanidad y del planeta en su conjunto.
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